
17-001-23-33-000-2013-00331-00 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA DE DECISIÓN ORAL 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

A.I. 362 

 

Procede la Sala Unitaria a pronunciarse sobre las excepciones de mérito 

formuladas por la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 

–UGPP, dentro del proceso EJECUTIVO que en su contra promueve el señor 

ALBERTO ORREGO URIBE.  

 

ANTECEDENTES  

 

Una vez notificado el mandamiento ejecutivo y actuando en oportunidad 

legal, la UGPP formuló las excepciones de mérito denominadas ‘PROCEDER 

LEGAL DE LA ENTIDAD’ y ‘PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA DE LA ACCIÓN 

EJECUTIVA LABORAL’/fls. 62-63/. 

  

CONSIDERACIONES  

DE LA SALA UNITARIA  

 

El artículo 422 del Código General del Proceso, aplicable al sub lite por 

expresa remisión del artículo 306 de la Ley 1437 de 2011, establece:  

 

“ARTÍCULO 442. EXCEPCIONES. La 
formulación de excepciones se someterá a 
las siguientes reglas:  

 

1... 
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2. Cuando se trate del cobro de obligaciones 
contenidas en una providencia, conciliación 
o transacción aprobada por quien ejerza 
función jurisdiccional, sólo podrán alegarse 
las excepciones de pago, compensación, 
confusión, novación, remisión, prescripción 
o transacción, siempre que se basen en 
hechos posteriores a la respectiva 
providencia, la de nulidad por indebida 
representación o falta de notificación o 
emplazamiento y la de pérdida de la cosa 
debida. 

 

3...” /Resalta esta Sala Unitaria/. 

 

A su turno, el artículo 433 numeral 1 de la misma obra dispone que, “De las 

excepciones de mérito propuestas por el ejecutado se correrá traslado al 

ejecutante por diez (10) días, mediante auto, para que se pronuncie sobre 

ellas, y adjunte o pida las pruebas que pretende hacer valer”.  

 

Teniendo en cuenta que en el sub lite la base de la ejecución es una 

sentencia judicial proferida por este Tribunal, atendiendo al mandato legal 

que antecede, se rechazará por improcedente la excepción denominada 

‘PROCEDER LEGAL DE LA ENTIDAD’, al paso que se dispondrá correr traslado 

de la de ‘PRESCRIPCIÓN DE LA ACICÓN EJECUTIVA LABORAL’.  

 

En consecuencia, 

 

RESUELVE 

 

RECHÁZASE, por improcedente, la excepción denominada ‘PROCEDER 

LEGAL DE LA ENTIDAD’, formulada por la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 

LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP dentro del proceso EJECUTIVO A 

CONTINUACIÓN DE SENTENCIA que en su contra promueve el señor 

ALBERTO ORREGO URIBE.  
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Se CORRE TRASLADO al ejecutante ALBERTO ORREGO URIBE, por el término 

de diez (10) días, de la excepción denominada ‘PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 

EJECUTIVA LABORAL’, planteada por la UGPP.  Dentro de dicho lapso podrá 

pronunciarse y adjuntar o pedir las pruebas que pretenda hacer valer.  

 

RECONÓCESE personería a la abogada MARTHA ELENA HINCAPIÉ PIÑERES 

(C.C. N°24’324.867 y T.P. N°31.007) como apoderada de la UGPP, en los 

términos del poder que obra en medio magnético a folio 60 de la actuación.  

 

Vencido el traslado, PASE el expediente a despacho para lo de ley.  

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA  

Magistrado 

 

 

 



 

 

17-001-23-33-000-2014-00401-00 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA DE DECISIÓN ORAL 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, diecinueve (19) de septiembre dos mil veintidós (2022) 

 

A.I. 361 

 

Teniendo en cuenta que esta Sala Unitaria decretó la medida cautelar de 

embargo y secuestro de las sumas de dinero que la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM tenga en cuentas corrientes o de ahorros en los bancos 

BBVA, BANCOLOMBIA y el BANCO AGRARIO (art. 593-10 CGP), misma que 

indicó, cobijaría únicamente aquellos dineros destinados al pago de 

sentencias judiciales, y que se limitaría a las sumas reconocidas en el 

mandamiento de pago que esta corporación libró a favor de la ejecutante 

TERESA DE JESÚS LOAIZA DE GARCÍA, por Secretaría, REQUIÉRASE a las 

entidades bancarias mencionadas para que se sirvan INFORMAR sobre la 

efectividad de la medida, allegando al expediente los respectivos soportes 

documentales, so pena de los apremios de ley.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA  

 Magistrado Ponente 

 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


17-001-23-33-000-2017-00689-00 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA  

Manizales, dieciséis (16) de SEPTIEMBRE de dos mil veintidós (2022) 

 

S. 147 

 

La Sala de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, conformada por los 

Magistrados AUGUSTO MORALES VALENCIA, quien la preside, AUGUSTO RAMÓN CHÁVEZ 

MARÍN y PUBLIO MARTÍN ANDRÉS PATIÑO MEJÍA, procede a dictar sentencia de primer 

grado dentro del proceso EJECUTIVO A CONTINUACIÓN DE SENTENCIA promovido por 

la sociedad TRUJIS S.A.S contra el MINISTERIO DE SALUD. 

 

ANTECEDENTES 

 

PRETENSIONES DE LA PARTE ACTORA. 

 

Impetra la sociedad demandante se libre a su favor y en contra del órgano ministerial 

demandado, mandamiento de pago por las siguientes sumas de dinero:  

 

I) $ 170’010.000 por concepto de perjuicios morales. 

II) $ 211’ 863.561 por perjuicios materiales.  

III) Los intereses moratorios causados desde el 10 de agosto de 2012, fecha de 

ejecutoria de la sentencia, hasta que se haga efectivo el pago.  

 

Además, impetra se condene a la parte demandada a las costas del proceso ejecutivo.  

 

CAUSA PETENDI  

 

Relata la parte actora que los señores AMPARO JARAMILLO CASTRO, MANUELA 

ALARCÓN MARULANDA y ÁLVARO RINCÓN TAVERA, promovieron proceso de reparación 

directa contra el extinto ISS, obteniendo sentencia de segunda instancia favorable a 

sus pretensiones proferida por el Consejo de Estado el 25 de abril de 2012, en la cual 

condenó a la entidad accionada al pago de los perjuicios materiales y morales que son 

objeto de cobro en este proceso.  
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Agrega que los demandantes a través de contrato, cedieron el 100% de los derechos 

reconocidos en la sentencia a la sociedad PROSEGUIR SOLUCIONES DE LIQUIDEZ S.A.S., 

que luego hizo lo propio con la demandante TRUJIS S.A.S., cesión notificada al 

INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES, que a través de la Resolución N°09359/15 

reconoció y calificó la acreencia y ordenó su pago.  

 

Expresa que el MINISTERIO DE SALUD es subrogataria legal de las obligaciones a cargo 

del liquidado ISS según lo ordenado en el Decreto 1051 de 2016, más aun cuando esta 

obligación no ha sido satisfecha por tratarse de un crédito quirografario o de quinta 

clase.  

 

MANDAMIENTO DE PAGO  

 

Mediante proveído que reposa de folios 57 a 60 del cuaderno principal, el Tribunal 

libró mandamiento ejecutivo a favor de TRUJIS S.A.S. y en contra del MINISTERIO DE 

SALUD por las siguientes sumas: (i) $ 170’000.000 por perjuicios morales; (ii) $ 

211’863.561 por perjuicios materiales; (iii) por los intereses moratorios que se causen 

entre el 12 de agosto de 2012 hasta la fecha de pago efectivo.  

 

EXCEPCIONES DE FONDO 

 

El MINISTERIO DE SALUD se pronunció en oposición a la demanda ejecutiva con el 

escrito de folios 118 a 148 del cuaderno principal, formulando las siguientes 

excepciones:   

 

➢ ‘FALTA DE INTEGRACIÓN DEL LITISCONSORCIO POR PASIVA’:  acota que si 

bien el Decreto 1051 de 2016 impone ciertas obligaciones del extinto ISS a ese 

ministerio, los pagos deben hacerse con cargo al PATRIMONIO DE REMANENTES DEL ISS 

LIQUIDADO y en el evento de agotarse los recursos de dicho patrimonio, los debe 

asumir el MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO.  

 

➢ ‘FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA’: basada en que el 

MINISTERIO DE SALUD no fue parte en el proceso declarativo de reparación directa que 

origina el presente trámite de ejecución.  

 
➢ ‘AUSENCIA DE TÍTULO EJECUTIVO POR NOVACIÓN DE LA OBLIGACIÓN’: 

argumenta que la obligación a cargo del otrora INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES 

-ISS está sometida a un trámite reglado de liquidación, en el cual la obligación novó o 
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se convirtió en un crédito quirografario de quinta clase, que tiene orden de prelación 

inalterable por una orden judicial de ejecución, que vulneraría el derecho 

constitucional de igualdad de los demás acreedores.  

 
➢ ‘IMPOSIBILIDAD DE PAGO POR NORMA ESPECIAL-PRELACIÓN DE CRÉDITOS’: 

tratándose de un crédito de quinta clase, debe atenderse a la prelación de créditos 

que implica que primero han de atenderse las obligaciones laborales a cargo del 

instituto liquidado.  

 
➢ ‘INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN’: reitera que quien fue parte y condenado 

en el proceso declarativo fue el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES, ya liquidado, 

por lo que ninguna obligación se puede derivar a cargo del ministerio.  

 
➢ ‘INEXISTENCIA DE SOLIDARIDAD ENTRE EL ISS Y EL MINISTERIO’: ante la 

ausencia de normas que consagren esta solidaridad, la cual no puede ser presumida, 

además, tampoco hay sucesión ni sustitución procesal por falta de las condiciones para 

ello.   

 
➢ ‘PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA’: por haber superado el término de 5 años 

consagrado en la Ley 446 de 1998 para el cobro de condenas judiciales.  

 
➢ ‘INCONGRUENCIA ENTRE LA OBLIGACIÓN RECONOCIDA EN LA SENTENCIA Y 

LA GRADUACIÓN DE ACREENCIAS Y LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA’: plantea 

que la obligación debe ser expresada o liquidada según el salario mínimo vigente a la 

fecha de ejecutoria de la sentencia que le sirve de fundamento.  

 
➢ ‘INEMBARGABILIDAD’: acota que las rentas y recursos del MINISTERIO DE SALUD 

hacen parte del presupuesto general de la Nación, por lo que gozan del beneficio de 

la inembargabilidad consagrado en los artículos 151 y 352 de la carta Política.   

 

PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS EXCEPCIONES   

 

Atendiendo lo dispuesto en el canon 442 numeral 2 del CGP, el Tribunal rechazó de 

plano, por improcedentes, las excepciones de ‘FALTA DE INTEGRACIÓN DEL 

LITISCONSORCIO POR PASIVA’, ‘FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA’, 

‘IMPOSIBILIDAD DE PAGO POR NORMA ESPECIAL-PRELACIÓN DE CRÉDITOS’, 

‘INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN’, ‘INEXISTENCIA DE SOLIDARIDAD ENTRE EL ISS Y EL 

MINISTERIO’, ‘INCONGRUENCIA ENTRE LA OBLIGACIÓN RECONOCIDA EN LA SENTENCIA 

Y LA GRADUACIÓN DE ACREENCIAS Y LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA’ e 
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‘INEMBARGABILIDAD’, y corrió traslado únicamente de las de NOVACIÓN y 

PRESCRIPCIÓN /fl. 203/.  

 

La sociedad demandante TRUJIS S.A.S. se pronunció con el escrito de folios 208 a 210 

del cuaderno principal. En cuanto a la novación, dijo que de acuerdo con el artículo 

1690 del Código Civil, esta requiere la voluntad de las partes de sustituir una 

obligación por otra, intención que no existe en este caso, por cuanto el solo hecho de 

la inclusión del crédito en el proceso de liquidación del ISS no hace que la obligación 

haya novado. Y frente a la prescripción, indica que no operó, pues el término de ley 

para adelantar la ejecución debe contarse luego de vencido el plazo de 18 meses 

consagrado en el artículo 177 del Decreto 01 de 1984.  

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

En esta etapa del trámite únicamente intervino el MINISTERIO DE SALUD, con el escrito 

que se halla a folio 266 de la actuación, en el que manifiesta que ratifica su oposición 

a las pretensiones de la parte actora y lo expuesto en las excepciones de fondo que 

propuso. Agrega a lo anterior que no puede continuarse con la ejecución, toda vez 

que el 10 de marzo de 2022, el crédito fue pagado a la sociedad demandante, quien 

para el efecto suscribió un contrato de transacción con el PATRIMONIO AUTÓNOMO DE 

REMANENTES DEL INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES – ‘PAR ISS EN LIQUIDACIÓN’.  

 

CONSIDERACIONES  

DE LA SALA DE DECISIÓN 

 

Pretende la parte actora que se condene por vía ejecutiva al MINISTERIO DE SALUD al 

pago de las sumas de dinero correspondientes a los perjuicios de orden material y 

moral reconocidos por esta jurisdicción en el proceso de reparación directa 

identificado con el número de radicación 1998-1013, crédito que fue cedido por la 

parte actora dentro de ese contencioso de reparación a la sociedad TRUJIS S.A.S.    

 

(I) 

LA TRANSACCIÓN Y PAGO DE LA OBLIGACIÓN 

 

Como se anotó, en la etapa de alegatos de conclusión, el MINISTERIO DE SALUD 

intervino pidiendo que se ordene no continuar con la ejecución, en virtud de la 

extinción de la obligación por transacción y pago.  
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Al efecto, aportó el contrato de transacción suscrito el 25 de febrero de 2022 entre el 

PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES DEL INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES -

PAR I.S.S EN LIQUIDACIÓN (denominado ‘el PAR’) y la sociedad demandante TRUJIS 

S.A.S (la acreedora), en el que las partes pactaron lo siguiente /fls. 281-283/:  

 

‘(…) PRIMERA: EI ACREEDOR entiende y acepta de 
manera voluntaria que EL PAR, como encargado de 
efectuar el pago de acreencias y contingencias 
judiciales del Instituto de Seguros Sociales, cancele 
a su favor la suma de TRESCIENTOS OCHENTA Y UN 
MILLONES OCHOCIENTOS SETENTA Y TRES MIL 
QUINIENTOS SESENTA Y UN PESOS MCTE 
($381,873,561.00) con plenos efectos liberatorios 
del valor que fue reconocido como crédito quinta 
clase mediante Resolución No. REDI 009359 del 
17/03/2015 y las condenas dictadas dentro del 
proceso con radicado No. 
17001233100019980101301, la cual hace parte 
integral del presente contrato 
 
SEGUNDA-EI ACREEDOR se obliga a desistir de la 
acción ejecutiva con radicado No 
17001233300020170068900, solicitud que será 
coadyuvada por EL PAR. Con este contrato se da por 
terminada en forma definitiva cualquier acción 
que pudiera existir en relación con las obligaciones 
surgidas en virtud de la Resolución No. REDI 
009359 del 17/03/2015, y las condenas dictadas 
dentro del proceso con radicado No. 
17001233100019980101301. 
 
TERCERA - LAS PARTES acuerdan que la suma pactada 
en la Cláusula Primera será pagada por EL PAR 
mediante transferencia a cuenta bancaria de 
titularidad de TRUJIS S.A.S., identificado (a) con NIT. 
900474779-7, dentro de los quince (15) días hábiles 
siguientes a la fecha en la que radique en las oficinas 
de EL PAR la totalidad de los siguientes documentos  
 
(…) 
 
QUINTA - EL ACREEDOR declara a paz y salvo al 
P.A.R ISS en Liquidación y a la Nación - Ministerio 
de Salud y Protección Social-Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, por todo concepto 
ordenado dentro de la Resolución REDI 009359 del 
17/03/2015, y las condenas dictadas dentro del 
proceso con radicado No. 
17001233100019980101301, y renuncia a iniciar 
reclamación o acción, ante cualquier autoridad 
administrativa o judicial, con ocasión de las 
obligaciones surgidas en virtud del acto 
administrativo’ /Resaltados del Tribunal/.  
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En consonancia con lo anterior, se anexó el comprobante de contabilidad de 31 de 

marzo de 2022, en el que se registran 2 abonos, por valor de $ 114.855 y $ 7’227.366, 

y un pago final por $ 374’531.340 para completar el total de $ 381’873.561, suma que 

comporta el valor transado según el contrato parcialmente reproducido, y respecto a 

este último pago, también milita la constancia de consignación en la cuenta de la 

sociedad TRUJIS S.A.S en SKOTIABANK COLPATRIA el 10 de marzo de 2022 /fls. 267-

268, 278/.   

*** 

 
La doble naturaleza de la transacción ha sido definida por el Consejo de Estado en los 

siguientes términos (Sentencia de 11 de diciembre de 2019, M.P. Guillermo Sánchez 

Luque, Exp.64.151):  

 

“[S]egún nuestro ordenamiento, la transacción es a la vez un 

contrato (art. 2469 cc) y un modo de extinguir obligaciones 

(art. 1625 cc). En tanto acuerdo busca precaver un litigio en el 

cual las partes puedan poner fin total o parcialmente a la 

incertidumbre en la relación negocial. Nada obsta para que 

algún extremo de las diferencias quede sin resolución 

extrajudicial y dé lugar a una posterior controversia 

contractual. Si las partes, con capacidad dispositiva, no 

resuelven todas las incertidumbres, los asuntos que subsistan, 

habilitan acudir a la justicia (institucional o arbitral). La 

transacción es, pues, una convención que en ocasiones puede 

no eliminar todos los asuntos en controversia” /Resaltado fuera 

del texto/. 

 

A su turno, el artículo 1626 del Código Civil define el pago como la prestación efectiva 

de lo que se debe, mientras que el canon 442 numeral 2 del CGP, la consagra como 

una de las excepciones de mérito que pueden alegarse dentro de los procesos de 

ejecución cuando el título se halla integrado por una providencia judicial.   

 

El H. Consejo de Estado ha determinado que, tratándose de procesos ejecutivos 

adelantados contra entidades públicas para el cobro de obligaciones basadas en 

providencias judiciales, la excepción de pago implica una carga probatoria en cabeza 

de la entidad pública que alega este medio de oposición a la pretensión ejecutiva.  Así 
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lo indicó en providencia de cuatro (4) de octubre de 2018 con ponencia del Magistrado 

Julio Roberto Piza (Exp. 11001-03-15-000-2018-02056-00):  

 

“(…) En tal sentido, teniendo en cuenta que la [actora] aportó 

con la demanda ejecutiva la sentencia condenatoria de nulidad 

y restablecimiento del derecho, con la constancia de ejecutoria, 

será a la UGPP a la que le corresponderá, vía excepción contra 

el título, demostrar que el pago de la obligación reconocida por 

la jurisdicción se efectuó de manera oportuna. Se insiste, la 

carga de la prueba en relación con el pago corresponde a la 

parte que pretende beneficiarse /de/ éste” /Destaca el 

Tribunal/. 

 

Así las cosas, el MINISTERIO DE SALUD allegó los soportes probatorios que dan cuenta 

que en el curso del presente proceso ejecutivo, la sociedad TRUJIS S.A.S suscribió 

contrato de transacción con el P.A.R. ISS EN LIQUIDACIÓN respecto a la condena 

objeto de este cobro forzoso, suma que posteriormente fue cancelada a la 

accionante, configurándose dos de las formas de extinción de las obligaciones 

previstas en el ordenamiento jurídico, lo que a su vez conlleva la terminación del 

proceso ejecutivo, conforme se dispondrá en la parte resolutiva.  

COSTAS. 

 

No habrá condena en costas ni agencias en derecho en esta instancia, teniendo en 

cuenta la forma en la que termina este proceso, por cuanto las partes concurrieron 

para saldar la obligación pendiente mediante transacción.  

 

Por lo discurrido, el Tribunal Administrativo de Caldas, SALA 4ª DE DECISIÓN ORAL, 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA 

 

DECLÁRANSE PROBADAS, de oficio, las excepciones de ‘TRANSACCIÓN’ y ‘PAGO’, 

dentro del proceso EJECUTIVO A CONTINUACIÓN DE SENTENCIA, promovido por la 

sociedad TRUJIS S.A.S contra el MINISTERIO DE SALUD.   

 

En consecuencia, DECLÁRASE terminado el proceso ejecutivo.  
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SIN COSTAS ni agencias en derecho en esta instancia.  

 

Ejecutoriada esta providencia, ARCHÍVESE el expediente, previas las anotaciones del 

caso en el Programa Justicia Siglo XXI.  

 

Providencia discutida y aprobada en Sala de Decisión celebrada en la fecha, según 

consta en Acta Nº048 de 2022. 

 

NOTIFÍQUESE 

 



17001-23-33-000-2018-00158-00 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA DE DECISIÓN ORAL   

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, diecinueve (19) de SEPTIEMBRE de dos mil veintidós (2022) 

 

A.I. 359 

 

Atendiendo lo dispuesto en el artículo 182 A numeral 1 de la Ley 1437 de 

2011, el Tribunal se pronunció sobre la fijación del litigio y el decreto de 

pruebas, dentro del proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO promovido por el señor JOSÉ JAIRO PATIÑO OSORIO contra la 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO -FNPSM- y el DEPARTAMENTO DE CALDAS 

 

Por ello, en virtud de lo establecido en el inciso final del artículo 181 del 

mismo código, y por considerarse innecesaria la celebración de la audiencia 

de alegaciones y juzgamiento, se concede a las partes el término de diez (10) 

días para que presenten sus alegatos de conclusión, término dentro del cual 

el Ministerio Público, si a bien lo tiene, podrá presentar el respectivo 

concepto de mérito.  

 

Los alegatos o cualquier otro documento que se pretenda aportar al proceso, 

deberá enviarse sólo a la dirección “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" 

Cualquier documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  

DE CALDAS 

SALA 4ª DE DECISIÓN ORAL  

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, dieciséis (16) de SEPTIEMBRE de dos mil veintidós (2022) 

 

S. 142 

 

La Sala de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, conformada por los 

Magistrados AUGUSTO MORALES VALENCIA, quien la preside, AUGUSTO RAMÓN 

CHÁVEZ MARÍN y PUBLIO MARTÍN ANDRÉS PATIÑO MEJÍA, procede a dictar sentencia 

de segundo grado por vía del recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandada contra la sentencia proferida por el Juzgado 5º Administrativo de 

Manizales, con la cual accedió a las pretensiones formuladas por la señora LUZ 

MARINA CAMPIÑO ALZATE dentro del proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 

DEL DERECHO por ella promovido contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (en adelante 

FNPSM).  

 

ANTECEDENTES 

PRETENSIONES  

 

I) La declaratoria de nulidad del acto ficto o presunto originado ante la falta de 

respuesta de la petición presentada el 13 de marzo de 2018, con el cual se negó el 

reconocimiento y pago de la sanción por mora desde los 60 días siguientes a la 

radicación de la solicitud de auxilio de cesantías, y hasta la fecha del pago total de 

dicho auxilio. 

 

A título de restablecimiento del derecho, solicita: 

 

i) Se condene a la demandada al reconocimiento y pago de la referida sanción por 

mora, equivalente a un (1) día de salario por cada día de retardo, contados desde 

los sesenta (60) días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía 

ante la entidad y hasta la fecha del pago total de las cesantías reconocidas. 

 
ii) Condenar en costas a la entidad accionada. 
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CAUSA PETENDI. 

 

• El 17 de abril de 2017 solicitó al FNPSM el reconocimiento y pago de sus cesantías 

en virtud de su servicio como docente estatal. 

 

• Mediante la Resolución Nº 623 de 13 de junio de 2017 le fue reconocida la cesantía 

deprecada.  

 

• Dicha prestación fue cancelada el 26 de enero de 2018 a través de entidad 

bancaria. 

 

• Mediante el acto ficto demandado, el FNPSM negó el reconocimiento de la 

sanción por mora. 

 
 
NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN. 

 

Se invocan: la Ley 91 de 1989, arts. 5º y 15; la Ley 244 de 1995, arts. 1º y 2º; la Ley 

1071 de 2006, arts. 4º y 5º; y Ley 224 de 1995, arts. 1 y 2.   

 

En suma, refiere que las leyes 244/95 y 1071/06 regularon el pago de las cesantías 

parciales y definitivas a los servidores públicos, determinando un término de quince 

(15) días para su reconocimiento, contado a partir de la radicación de la solicitud, 

y cuarenta y cinco (45) días para su pago, una vez se expida el acto administrativo 

correspondiente. Con todo, rememora, la jurisprudencia ha interpretado que el 

reconocimiento y pago no debe superar los setenta (70) días hábiles después de 

haberse radicado la petición, y no obstante, añade, el FNPSM cancela por fuera de 

ese término, acarreándole con ello una sanción equivalente a un (1) día de salario del 

docente, contado a partir de aquel lapso hasta el momento en que cancela la 

prestación deprecada. 

 

Para brindarle sustento a lo argüido, reproduce amplios apartes de múltiples 

providencias proferidas por el H. Consejo de Estado, insistiendo de este modo se 

acceda a las súplicas formuladas en el sub lite.  
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CONTESTACIÓN AL LIBELO DEMANDADOR. 

 

La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FNPSM no contestó la demanda, según 

constancia secretarial visible en el documento PDF N°13.  

 

 

LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El Juez 5º Administrativo del Circuito de Manizales dictó sentencia accediendo a las 

pretensiones de la parte actora, fallo que integra el documento 22 del expediente 

electrónico. Como razón básica de la decisión, luego de hacer un esbozo sobre las 

reglas que rigen el reconocimiento de la sanción por mora por el pago tardío de las 

cesantías, expuso el funcionario judicial que en el caso concreto la entidad 

demandada superó los términos de ley, que en el caso concreto vencieron el 1°de 

agosto de 2017. Respecto a la indexación, indicó que con base en la tesis del 

Consejo de Estado en sentencia de 18 de julio de 2018, procede la actualización 

del valor con base en el IPC atendiendo los dictados del artículo 187 de la Ley 1437 

de 2011.  

 

Con base en lo anterior, declaró nulo el acto administrativo demandado, ordenando 

al FNSPM pagar a la parte demandante la sanción por mora prevista en la Ley 1071 

de 2006, entre el 2 de agosto de 2017 y el 25 de enero de 2018, liquidada con base 

en los salarios de 2017 y 2018, e indexada en los términos del artículo 187 de la Ley 

1437 de 2011.   

 

 

EL RECURSO DE SEGUNDO GRADO. 

 

La NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM apeló la sentencia de primer grado 

con el escrito que se halla en el archivo electrónico N°9. 

 

Como primer punto de disenso frente al fallo de primer grado, expresó que la 

jurisprudencia del Consejo de Estado ha sido pacífica al determinar que la sanción 

moratoria establecida en la Ley 1071 de 2006 no está concebida para el pago tardío 

del reajuste o diferencia de valor de las cesantías, y en el caso concreto, se trata 

precisamente del reajuste de dicha prestación, y no de las cesantías iniciales. Sobre 

este punto, dice que tanto la parte demandante como el juez de primera instancia 
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confunden el acto administrativo de reconocimiento con el de reajuste de las 

cesantías, por lo que la decisión adversa al ministerio está sustentada sobre 

fundamentos fácticos que no son reales.  

 

De otro lado, en consonancia con lo planteado en el escrito de contestación de la 

demanda, expone que no procedía la indexación de la sanción reconocida puesto 

que se trata de una multa y no de un derecho laboral, por lo que su naturaleza no 

es la de responder a los efectos inflacionarios sobre la pérdida de poder adquisitivo 

del dinero, por lo que el despacho de primera instancia se pronunció en contra del 

precedente de unificación del máximo órgano de esta jurisdicción.  

 

Finalmente, solicitó que en caso de fallar a favor de la parte actora no sea 

condenada en costas, en tanto no ha incurrido en actos temerarios.   

 

 

CONSIDERACIONES  

DE LA 

SALA DE DECISIÓN 

 

Persigue por modo la parte demandante, se declare la nulidad del acto ficto con la 

cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción por mora establecida en la Ley 

1071 de 2006 a raíz del pago tardío del auxilio de cesantías. 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

Con fundamento en lo consignado por modo previo, para esta Sala de Decisión, el 

fondo del asunto se contrae a la dilucidación de los siguientes problemas jurídicos: 

 

• ¿Procede la sanción moratoria contemplada en la Ley 1071/06, en casos 

de pago extemporáneo de las cesantías? 

 

En caso afirmativo,  

 

• ¿Desde cuándo se causa la aludida sanción? 

 

• ¿hay lugar a indexar dicha sanción? 
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(I) 

CUESTIÓN PREVIA 

 

La NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM en el escrito de apelación, cuestiona 

que el juez de primera instancia haya accedido a la sanción por mora por el pago 

tardío de cesantías, pues indica que si bien esta penalidad ha sido concebida por el 

legislador para el reconocimiento tardío de esta prestación social, lo que ocurre en 

este caso es diferente, ya que se refiere al ajuste o reliquidación de las cesantías, 

hipótesis para el cual esta sanción resulta improcedente.  

 

La parte actora manifestó en el escrito introductor que el 17 de abril de 2017, 

solicitó al FNPSM el reconocimiento y pago de sus cesantías en virtud de su servicio 

como docente estatal, las cuales le fueron reconocidas mediante la Resolución Nº 623 

de 13 de junio de 2017, a partir de lo cual estructura su tesis de reconocimiento tardío 

y con ello, de procedencia de la sanción deprecada.  

 

Al revisar dicha declaración administrativa, detecta el Tribunal que tal como lo 

enuncia la entidad llamada por pasiva, a la accionante LUZ MARINA CAMPIÑO ALZATE 

le fueron reconocidas sus cesantías a través de la Resolución N°864 de 2016, y que lo 

que ella solicitó el 17 de abril de 2017 y que le fuera reconocido por la Resolución 

N°0623 de 2017, es el ajuste o reliquidación de las cesantías, producto de la inclusión 

de la prima de servicios (PDF N°4). 

 

Equivale a afirmar que en consonancia con lo expuesto por la entidad demandada, en 

este caso no se trata de abordar la procedencia de la sanción moratoria prevista en la 

Ley 1071 de 2006 frente al tardío reconocimiento inicial de las cesantías, sino ante la 

presunta tardanza frente a la petición de reajuste o reliquidación de las mismas, como 

seguidamente lo hará esta colegiatura.   

 

(II) 

LA SANCIÓN MORATORIA 

POR EL PAGO EXTEMPORÁNEO DE CESANTÍAS 

 

El artículo 4º de la Ley 1071 de 2006, "POR MEDIO DE LA CUAL SE ADICIONA Y MODIFICA LA LEY 

244 DE 1995, SE REGULA EL PAGO DE LAS CESANTÍAS DEFINITIVAS O PARCIALES A LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS, SE ESTABLECEN SANCIONES Y SE DAN TÉRMINOS PARA SU CANCELACIÓN", establece a letra: 
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“…Términos. Dentro de los quince (15) días 
hábiles siguientes a la presentación de la solicitud 
de liquidación de las cesantías definitivas o 
parciales, por parte de los peticionarios (sic), la 
entidad empleadora o aquella (sic) tenga a su 
cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, 
deberá expedir la resolución correspondiente, si 
reúne todos los requisitos determinados en la ley. 
 
PARÁGRAFO. En caso de que la entidad observe 
que la solicitud está incompleta deberá 
informársele al peticionario dentro de los diez (10) 
días hábiles siguientes al recibo de la solicitud, 
señalándole expresamente los documentos y/o 
requisitos pendientes. 
 
Una vez aportados los documentos y/o requisitos 
pendientes, la solicitud deberá ser resuelta en los 
términos señalados en el inciso primero de este 
artículo”.  /Resaltado es del texto. Subrayas son 
del Tribunal/. 

 

De este modo se infiere que la entidad a cargo, dispone de un plazo máximo de 

quince (15) días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud de liquidación 

de las cesantías, definitivas o parciales, para expedir la resolución correspondiente, 

claro está, siempre que la petición reúna todos los requisitos determinados en la 

ley. 

 

Por su parte, el artículo 5º ibídem en su primer inciso prevé que la entidad, para 

efectuar el pago, dispone de un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles 

contados a partir de la fecha en que quede en firme el acto administrativo que lo 

ordena. Ese canon es del siguiente tenor: 

 

“…Mora en el pago. La entidad pública pagadora 
tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) 
días hábiles, a partir de la cual quede en firme el 
acto administrativo que ordena la liquidación de 
las cesantías definitivas o parciales del servidor 
público, para cancelar esta prestación social, sin 
perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional 
de Ahorro…”. 

 

Los dispositivos normativos reproducidos se encuentran dotados de enunciados 

propios de las normas deónticas o regulativas, estas son, que mandan, permiten, 

prohíben o castigan. De ahí que, ha sostenido la Sala, la mentada Ley 1071 es una 

típica regla o norma jurídica de acción, erigida en aras de soslayar ponderación 
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alguna por parte de la administración, por cuanto una vez reunidas las condiciones 

de aplicación, los términos empleados en la preceptiva legal son concluyentes y 

perentorios, tal y como acaece en el asunto de reconocimiento y pago oportuno de 

las cesantías. 

 

Conforme a lo expuesto, se tiene que la Ley 1071 y en consonancia con el precepto 

345 de la Carta, prevé un tiempo prudencial, calculado en sesenta (60) días, para 

hacer las apropiaciones presupuestales de ley y los trámites correspondientes. Por 

ende, tal situación no se perfila como excusa válida para el reconocimiento y pago 

tardío de esas prestaciones sociales. 

 

Aunadamente, resalta el Tribunal, la teleología de la norma se contrae a la pronta 

atención de las solicitudes de liquidación de las cesantías (parciales o definitivas), y 

no es para menos, en tanto no puede pasarse por alto que las cesantías son ahorros 

del servidor público, administrados por el Estado-patrono para entregarle a aquel en 

el momento que lo necesite, bien si queda cesante definitivamente o bien en los 

eventos que la ley autoriza para el anticipo parcial de las mismas (en esencia, por 

vivienda o educación). 

 

Vale rememorar que la parte actora depreca la sanción moratoria con motivo del pago 

tardío que se hizo del reajuste de las cesantías. Sobre el particular el H. Consejo de 

Estado en reciente sentencia del 13 de agosto de 20181 se pronunció sobre la 

improcedencia de dicha sanción en casos de reajuste de las cesantías: 

 

“Sobre la sanción moratoria en relación con la reliquidación de 

las cesantías 

 

51. Por otra parte, el demandante pretende que se le pague la 

indemnización moratoria sobre el valor que resulte de la 

reliquidación de las cesantías con la inclusión de los factores 

salariales prima de servicios y prima de vacaciones. Al 

respecto, la corporación ha efectuados pronunciamientos en 

los cuales ha señalado que la finalidad del legislador fue 

determinar el término perentorio dentro del cual, la entidad 

                                            
1 Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección B. C.P.: Sandra Lisset Ibarra 
Vélez. Radicación número: 73001-23-33-000-2014-00539-01(4485-15). Actor: José Elver 
Hernández Casas. Demandado: Departamento y Asamblea del Tolima. 
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debe reconocer y pagar las cesantías definitivas de los 

servidores públicos, y que una diferencia en la liquidación de 

aquellas no conlleva a la autoridad judicial a imponer la 

sanción frente a una circunstancia fáctica que no se 

encuentra prevista en la ley.  

 

52. Conforme a lo anterior, se tiene que precisar que si bien es 

cierto que en éste se causó una diferencia en la liquidación de 

las cesantías, al no tenérsele en cuenta los factores prima de 

servicio y de vacaciones, también lo es que el pago tardío de 

dicha diferencia, no se puede considerar como mora en la pago 

de la prestación y, por ende, tenga la connotación de generar 

la sanción a que alude la norma, pues, es precisamente ésta la 

que no contempla esa posibilidad, es decir, que sobre el pago 

tardío de una diferencia resultante en la liquidación de la 

cesantía, la entidad pueda ser condenada al pago de la sanción 

moratoria que fue creada por la ley únicamente para los casos 

en que exista mora en el reconocimiento y pago de la 

prestación, y no de su reliquidación. En consecuencia, no hay 

lugar al reconocimiento de la sanción moratoria en los casos en 

los cuales haya reliquidación de las cesantías, al no incluirse 

algún factor salarial.” 

 

En igual sentido sostuvo esa Corporación en sentencia de cuatro (4) de octubre de 

20182. 

 

“Al respecto, esta Corporación, en reiteradas ocasiones, ha 

sostenido que la sanción moratoria por la inoportuna 

consignación de las cesantías no procede respecto de las 

diferencias de valor de dicha prestación, en los siguientes 

términos:  

 

(…) 

                                            
2 Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección B. C.P.: César Palomino 
Cortés.Radicación número: 08001-23-33-000-2014-00420-01(3490-15). Actor: Yesenia 
Margarita Ocampo Barrios. Demandado: Departamento del Atlántico, Contraloría Del 
Departamento del Atlántico. 
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Esta Subsección, en sentencia del 17 de octubre de 2017, 

dentro del expediente con radicación No. 

080012333000201200017101 (2839-14), con ponencia de la 

doctora Sandra Lisset Ibarra Vélez, señaló:  

 

“(…) En tal sentido, si bien se causó una diferencia en la 

liquidación de las cesantías definitivas, la cancelación pago 

inoportuna de esa diferencia no puede considerarse mora en la 

pago de tal prestación, que tenga la magnitud de generar la 

sanción a que alude la norma señalada. 

 

(…) 

 

La Sección Segunda del Consejo de Estado, ha sostenido que la 

finalidad del legislador con la norma aludida, fue determinar 

el término perentorio para el reconocimiento y pago de las 

cesantías definitivas de los servidores públicos, sin que una 

diferencia en la liquidación de la prestación social, conlleve a 

la autoridad judicial a imponer la sanción frente a una 

circunstancia fáctica que no se encuentra prevista en la ley” 

 

De lo anterior es diáfano concluir que Legislador no previó dentro de los supuestos 

fácticos que dan origen u otorgan el derecho a la sanción moratoria que prevén las 

Leyes 244 de 1995 y 1071 de 2006, el pago tardío de reajuste de las cesantías 

reconocidas (parciales o definitivas), ya que la penalidad procede frente al 

reconocimiento y pago tardío de la prestación inicial, pero no frente el pago tardío 

de ajustes realizados a la liquidación de la cesantía.  

 

Ante el panorama identificado y de conformidad con las probanzas allegadas al 

cartulario, es diáfano para este Tribunal que la parte nulidiscente solicita el 

reconocimiento de la sanción por mora, al estimar que la misma se causa por la 

liquidación inexacta de las cesantías al no haberse incluido la prima de servicios. 

 

Al respecto, tal como se anotó en acápite anterior, el reajuste de las cesantías o la 

diferencia que se cause por la liquidación de las mismas no se encuentra enmarcada 

dentro de los supuestos normativos para que se genere la sanción moratoria, pues ello 
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no implica que la prestación se hubiese pagado en forma inoportuna o de forma tardía; 

por el contrario, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconoció 

la cesantía definitiva y la canceló de conformidad con la liquidación que se dio a 

conocer a la parte actora. 

 

Esto es así, pues la administración en el acto de reconocimiento de las cesantías 

definitivas consignó los rubros a tener en cuenta, sin que esté acreditado que la parte 

interesada haya refutado dicha decisión con el recurso de reposición que procedía 

contra el mismo. 

 

En efecto, fue varios meses después de haberse reconocido las cesantías, que la parte 

demandante solicitó la reliquidación de esta prestación, por lo que el reconocimiento 

se encontraba en firme y no sería razonable, ni ajustado a derecho imponer al Estado 

una punición económica por el tiempo durante el cual el interesado no ejecutó 

ninguna acción para la defensa de sus intereses y el acto administrativo de 

reconocimiento se encontraba en firme. 

 

De otro lado, debe tenerse en cuenta que por tratarse de una sanción, la misma debe 

estar expresamente prevista en la ley, y por ende no es posible extender o aplicar por 

analogía supuestos de hecho o de derecho distintos a los que prevé la ley 

explícitamente. 

 

Todo lo expuesto se erige con suficiencia para negar las pretensiones de la demanda, 

razón que impone revocar la sentencia de primera instancia.   

 

COSTAS 

 

Con fundamento en el canon 188 de la Ley 1437/11 y el artículo 365 numeral 4 del 

C.G.P., se condena en costas a cargo de la parte actora, cuya liquidación y 

ejecución se harán conforme al Código General del Proceso. Sin agencias en 

derecho en esta instancia por no haberse causado.  

 

Es por lo discurrido que el Tribunal Administrativo de Caldas, SALA DE DECISIÓN 

ORAL, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la 

ley,  
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FALLA 

 

REVÓCASE la sentencia proferida por el Juzgado 5º Administrativo de Manizales, 

con la cual accedió a las pretensiones formuladas por la señora LUZ MARINA 

CAMPIÑO ALZATE dentro del proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO por ella promovido contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (en adelante 

FNPSM).  

 

En su lugar, NIÉGANSE las pretensiones de la parte demandante.  

 

COSTAS a cargo de la demandante. Sin agencias en derecho en esta instancia. 

 

Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen, 

previas las anotaciones del caso en el Programa Justicia Siglo XXI. 

 

NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA. 

 

Providencia discutida y aprobada en Sala de Decisión celebrada en la fecha, según 

consta en Acta Nº 048 de 2022.  

 

NOTIFÍQUESE 
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La Sala 4ª de Decisión Oral del Tribunal Administrativo de Caldas, conformada 

por los Magistrados AUGUSTO MORALES VALENCIA, quien la preside, AUGUSTO 

RAMÓN CHÁVEZ MARÍN y PUBLIO MARTÍN ANDRÉS PATIÑO MEJÍA, procede a dictar 

sentencia de segundo grado por vía del recurso de apelación interpuesto por la 

parte demandante contra la sentencia emanada del Juzgado 3º Administrativo 

de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por la señora ESNEDA 

RÍOS MARULANDA dentro del contencioso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 

DEL DERECHO promovido contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM.  

 

ANTECEDENTES 

 

PRETENSIONES DE LA PARTE ACTORA. 

 

I) Se declare la nulidad de la Resolución Nº 8838-6 de 16 de noviembre de 2017.  

 

II) Se declare que la parte actora pertenece al régimen exceptuado previsto en 

el artículo 279 de la Lay 100 de 1993, que su situación se halla cobijada por el 

régimen especial previsto para los docentes vinculados antes del 27 de junio de 

2003, y por ende, que su pensión de jubilación debe ser reajustada anualmente 

con base en lo previsto en las Leyes 91 de 1989 y 71 de 1988.   

 
III) Se condene a la parte accionada a aplicar el porcentaje previsto en el 

artículo 8 ordinal 5° de la Ley 91 de 1989 para los descuentos en salud, 

equivalente al 5%, cesando los actuales aportes del 12%.  

 
IV) Se disponga el reajuste pensional de manera retroactiva, aplicando lo 

previsto en el artículo 1 de la Ley 71 de 1988, esto es, con base en el incremento 

anual del salario mínimo y no el IPC.  
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V) Se reintegren las sumas que han sido descontadas de su mesada pensional, 

superiores al 5% de las mesadas de julio y diciembre.  

 
VI) Se paguen a la parte demandante las diferencias resultantes entre la mesada 

pensional reajustada y la que actualmente recibe.  

 
VII) Se indexen las sumas reconocidas, y se condene en costas y agencias en 

derecho a la demandada.   

 
A título de pretensión subsidiaria, impetra que de llegar a considerarse por el 

Tribunal que su régimen pensional es el consagrado en las Leyes 100 de 1993 y 

797 de 2003, se ordene reintegrar a favor de la parte accionante lo descontado 

equivalente al 12% de las mesadas de junio y diciembre, se ordene cesar dichos 

aportes y se condene en costas a la accionada.  

 

 

CAUSA PETENDI. 

 

En síntesis, expresa lo siguiente:  

 

➢ Se vinculó a la docencia oficial con anterioridad al 27 de junio de 2003, y al 

cumplir los requisitos de ley le fue reconocida pensión de jubilación, de la cual le 

han venido descontando el 12% de cada mesada pensional, incluidas las adicionales 

de junio y diciembre, con destino al sistema de salud.  

 

➢ Pese a que en el acto de reconocimiento se dijo que el reajuste anual pensional 

se daría en virtud de lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley 71 de 1988, dichos 

incrementos se han hecho conforme lo dispone el mandato 14 de la Ley 100 de 

1993.  

 
➢ Desde la promulgación de la Ley 100 de 1993, los incrementos anuales de las 

pensiones ordenados en el artículo 53 de la Carta Política vienen dándose con la 

aplicación del Índice de Precios al Consumidor (IPC), según lo consagrado en el 

canon 14 de dicho dispositivo legal.  

➢   Presentó solicitud ante la entidad demandada con el fin de que su pensión 

fuera incrementada conforme lo dispone el artículo 1 de la Ley 71 de 1988, 

igualmente que el descuento con destino al sistema de salud se ajustara al 5% de 

cada mesada, peticiones negadas a través del acto demandado.  
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NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN. 

 

Se invocaron: Constitución Política, arts. 1, 2, 4, 6, 13, 25, 29, 48, 53, 90, 121, 

125 y 209 Ley 33 de 1985; Ley 91/89, art. 15, numeral 2 literal A; Ley 115 de 

1994, art. 115; Ley 71/88, art. 1; Ley 238/95; Ley 100/93, art. 279; Ley 238 de 

1995, art. 1; Ley 700 de 2011, art. 4; Ley 797 de 2003, art. 9; Ley 812 de 2003, 

art. 81; Ley 1151 de 2007, art. 160; Acto Legislativo 01 de 2005; Ley 1437 de 

2011, art. 147.   

 

Como juicio de la infracción, argumenta que con la decisión asumida por la 

demandada se atenta contra su derecho a mantener el poder adquisitivo de la 

mesada pensional, en la medida que las Leyes 71/88 y 238/95 disponen el ajuste 

periódico de las pensiones tomando como base el incremento que el gobierno 

nacional fije para el salario mínimo legal.  

 

Añade que la llamada por pasiva viene ajustando las pensiones atendiendo lo 

dispuesto en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, es decir, el IPC; no obstante, 

los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

están excluidos del régimen pensional general en virtud del canon 279 de la 

misma norma, lo que incide en que desde el año 1996, se estén dando 

incrementos inferiores al aumento del salario mínimo mensual legal vigente.  

 

Respecto a los aportes en salud y el monto que ha de ser descontado, acota que 

el FNPSM toma como excusa el artículo 81 de la Ley 812 de 2003 para incrementar 

el porcentaje de cotización al sistema, sin atender las precisiones que deben 

hacerse dependiendo de la vinculación al servicio docente.  Agrega que con la 

aplicación de manera indistinta de normas generales y especiales, se ha creado 

un tercer régimen no previsto por el legislador, en contravía del postulado 53 

Superior.  

CONTESTACIÓN AL LIBELO DEMANDADOR. 

 

La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FNPSM no contestó la demanda según 

consta en el documento PDF N°4 del expediente digital. 

 

El DEPARTAMENTO DE CALDAS se pronunció en oportunidad legal oponiéndose 

a las pretensiones de la parte demandante (PDF N°1, pág. 119), proponiendo las 
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excepciones denominadas ‘FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA’, 

aduciendo que no tiene competencia para el desembolso de dineros ni el pago 

de las prestaciones sociales de los docentes, atribución que está en cabeza 

exclusiva del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO; 

‘BUENA FE’, en atención a que el departamento se ha ceñido a los términos de 

ley en el trámite de las prestaciones sociales; ‘PRESCRIPCIÓN’, con base en los 

Decretos 3135/68 y 1848/69.   

 

LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El Juez 3º Administrativo de Manizales dictó sentencia negando las pretensiones 

de la parte actora (PDF N°8).  

 

Como sustento de la decisión, acudió a los artículos 14 de la Ley 100 de 1993 que 

regula el reajuste periódico de las pensiones, en desarrollo del mandato superior 

establecido en el canon 53 Constitucional; 279 de la misma norma, que 

preceptúa las excepciones para la aplicación del régimen general de pensiones. 

 

Menciona que al tenor de lo analizado por la Corte Constitucional en Sentencia 

C-435 de 2017, el derecho al aumento en el valor de las pensiones en 

determinado monto no es un derecho adquirido, sino una mera expectativa, pues 

el legislador goza de un margen amplio de decisión sobre el método a emplear 

para el ajuste de las pensiones, siempre que se garantice el poder adquisitivo de 

su valor.  

 

Abordando los pormenores del caso, estableció que con la expedición de la Ley 

100 de 1993, quedaron sin efectos las disposiciones contrarias, como el artículo 

1º de la Ley 71 de 1988 y con respecto de la violación del principio de 

favorabilidad, concluyó que solo aplica en caso de vacíos normativos o 

tratamientos distintos en casos iguales, lo cual no aplica en el caso. 

 

En cuanto al segundo de los problemas jurídicos, referido al porcentaje de los 

descuentos con destino al sistema de salud, estimó que si bien con la entrada en 

vigencia de la Ley 100 de 1993 se conservó el régimen especial en pensiones de 

los docentes (Ley 91 de 1989), en cuanto a los aportes al sistema de seguridad 

social estos sí deben ceñirse a la norma general, intelección que refuerza con lo 

esbozado por la Corte Constitucional en la Sentencia C-369 de 2004.  
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Finalmente, concluyó que la parte actora también debe realizar aportes con 

destino al sistema de salud sobre las mesadas de julio y diciembre, pues ingresó 

al servicio docente con anterioridad a la promulgación de la Ley 812 de 2003 y 

obtuvo su reconocimiento pensional con base en los mandatos de la Ley 91 de 

1989.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                               

 

EL RECURSO DE SEGUNDO GRADO. 

 

Mediante memorial que constituye el PDF N°10, la parte demandante impugnó 

la sentencia de primera instancia, centrando su desacuerdo con la decisión en 

los puntos que a continuación se relacionan. 

 

Expresa que la sentencia de primer grado desconoce la supremacía constitucional 

y la prevalencia de las normas especiales sobre las generales, en la medida que 

el artículo 1 de la Ley 71 de 1988, aún vigente para un grupo de docentes, 

circunscribe el aumento del valor de las pensiones al incremento del salario 

mínimo mensual legal vigente.  En este sentido, desestima el argumento según 

el cual ese artículo haya sido sustituido por el canon 14 de la Ley 100 de 1993, 

pues a los docentes vinculados antes de la Ley 812 de 2003 como es su caso, han 

de aplicarse las normas anteriores a su vigencia.  

 

Plantea que con la promulgación de la Ley 238 de 1995, el legislador pretendió 

que los pensionados mantuvieran el poder adquisitivo de estas prestaciones, 

pudiendo optar por el régimen general o el especial según les resulte más 

favorable, es decir, se aplica el artículo 14 de la Ley 100 de 1993 siempre y 

cuando redunde en beneficio del pensionado, en todo caso, indica que los 

docentes ya contaban con una norma que les garantizaba mantener el poder 

adquisitivo de la mesada, como lo es la Ley 71/88.  

 

Reitera que con base en la Ley 812 de 2003 y el Acto Legislativo Nº 01 de 2005, 

el régimen pensional de los docentes vinculados antes de promulgada esa norma 

está conformado por la Ley 91 de 1989 y las normas que la complementen, como 

la citada Ley 71/88, por lo que solo a los docentes vinculados luego de proferida 

la Ley 812/03 resulta viable aplicarles el ajuste del IPC previsto en el artículo 14 

de la Ley 100 de 1993.  De la misma manera, cuestiona que no se haya empleado 
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el principio de favorabilidad, pues a su juicio, es claro que existen dos regímenes 

pensionales, uno general y aquel que cobija a los docentes.  

 

En cuanto a los descuentos en salud sobre las mesadas pensionales, acota que 

estos deben ser del 5% y no del 12%, atendiendo lo dispuesto en las Sentencias 

T-348 de 1997, C-956 de 2001 y C-980 de 2002, por lo que considera que proceder 

en contravía de esta hermenéutica implica la creación de un tercer régimen o 

una disposición desfavorable para el docente.  

 

 

CONSIDERACIONES  

DE LA  

SALA DE DECISIÓN 

 

Pretende la parte actora la nulidad del acto administrativo con el cual se negó 

el reajuste periódico de la pensión de jubilación con base en el incremento anual 

del salario mínimo mensual legal vigente, atendiendo los dictados de la Ley 71 

de 1988, igualmente impetra se reduzca el monto de los descuentos con destino 

al sistema de salud, en atención a la normativa especial que cobija a los 

docentes.   

 

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

Atendiendo a la postura erigida por la parte apelante y a lo expuesto en el fallo 

de primer grado, los problemas jurídicos a resolver en el presente asunto se 

contraen a la dilucidación de los siguientes interrogantes:  

 

• ¿Le asiste derecho a la parte nulidiscente al reajuste periódico de la 

pensión de jubilación con base en el incremento del salario mínimo 

mensual legal vigente, según lo establece la Ley 71 de 1988? 

 

• ¿Qué porcentaje debe aplicarse sobre la mesada pensional de la parte 

actora, para realizar el descuento con destino al sistema de salud? 
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• ¿Tiene derecho la parte actora a que no se le realicen los descuentos 

con destino al sistema de salud sobre las mesadas adicionales de su 

pensión ordinaria de jubilación? 

 

(I) 

AJUSTE PERIÓDICO DE LAS PENSIONES  

 

El artículo 53 de la Carta Política establece un mandato dirigido a la protección 

de los ingresos de los pensionados, a través del mantenimiento del poder 

adquisitivo de las mesadas pensionales:  

 

“ARTICULO 53. El Congreso expedirá el 
estatuto del trabajo. La ley correspondiente 
tendrá en cuenta por lo menos los siguientes 
principios mínimos fundamentales: 

Igualdad de oportunidades para los 
trabajadores; remuneración mínima vital y 
móvil, proporcional a la cantidad y calidad de 
trabajo; estabilidad en el empleo; 
irrenunciabilidad a los beneficios mínimos 
establecidos en normas laborales; facultades 
para transigir y conciliar sobre derechos 
inciertos y discutibles; situación más favorable 
al trabajador en caso de duda en la aplicación 
e interpretación de las fuentes formales de 
derecho; primacía de la realidad sobre 
formalidades establecidas por los sujetos de las 
relaciones laborales; garantía a la seguridad 
social, la capacitación, el adiestramiento y el 
descanso necesario; protección especial a la 
mujer, a la maternidad y al trabajador menor 
de edad. 

El estado garantiza el derecho al pago oportuno 
y al reajuste periódico de las pensiones legales” 
/Destaca el Tribunal/. 

 

Este cometido constitucional encuentra desarrollo en diversos instrumentos de 

índole legal, incluso, se encuentra previsto en diferentes disposiciones 

anteriores a la Carta Política de 1991. Verbigracia, el canon 1 de la Ley 4ª de 

19761 disponía a la sazón:  

                                            
1 “Por la cual se dictan normas sobre materia pensional de los sectores público, oficial, 
semioficial y privado y se dictan otras disposiciones”. 
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“Artículo 1º.- Las pensiones de jubilación, 
invalidez, vejez y sobrevivientes, de los 
sectores público, oficial, semioficial, en todos 
sus órdenes, y en el sector privado, así como las 
que paga el Instituto Colombiano de los Seguros 
Sociales a excepción de las pensiones por 
incapacidad permanente parcial, se 
reajustarán de oficio, cada año, en la siguiente 
forma:  
 
Cuando se eleve el salario mínimo mensual 
legal más alto, se procederá como sigue: con 
una suma fija igual a la mitad de la diferencia 
entre el antiguo y el nuevo salario mínimo 
mensual legal más alto, más una suma 
equivalente a la mitad del porcentaje que 
represente el incremento entre el antiguo y el 
nuevo salario mínimo mensual legal más alto, 
esto último aplicado a la correspondiente 
pensión”.  
 

 

Posteriormente, los parámetros para la actualización del valor de las pensiones 

fueron modificados por el artículo 1 de la Ley 71 de 1988, por cuyo ministerio:  

“ARTICULO 1o. Las pensiones a que se refiere 
el artículo 1o. de la Ley 4a. de 1976, las de 
incapacidad permanente parcial y las 
compartidas, serán reajustadas de oficio cada 
vez y con el mismo porcentaje en que sea 
incrementado por el Gobierno el salario mínimo 
legal mensual. 

PARAGRAFO. Este reajuste tendrá vigencia 
simultánea a la que se fija para el salario 
mínimo” /Destaca la Sala/. 

 

En análogos términos, el Decreto 1160 de 1989 reiteró el mandato de reajuste 

pensional tomando como parámetro el incremento del salario mínimo decretado 

por el Gobierno Nacional:  

 

 “Reajuste pensional. Las pensiones de 
jubilación, invalidez, vejez, incapacidad 
permanente parcial, compartidas y de 
sobrevivientes, de los sectores público, privado 
y del Instituto de Seguros Sociales, se 
reajustarán de oficio y en forma simultánea con 
el salario mínimo legal, en el mismo porcentaje 

https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_0004_1976.htm#1
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en que éste sea incrementado por el Gobierno 
Nacional”.  
 
 

Con la promulgación de la Ley 100 de 1993, se introdujo un cambio en el 

parámetro de aumento periódico de las mesadas pensionales, dependiendo del 

valor de la misma, pues una es la regla aplicable cuando la pensión es 

equivalente al valor del salario mínimo mensual legal vigente, y otra cuando es 

superior a dicho guarismo.  Al respecto, el artículo 14 de dicho esquema 

disposicional prevé:  

 
“ARTÍCULO 14. REAJUSTE DE PENSIONES. Con el 
objeto de que las pensiones de vejez o de 
jubilación, de invalidez y de sustitución o 
sobreviviente, en cualquiera de los dos 
regímenes del sistema general de pensiones, 
mantengan su poder adquisitivo constante, se 
reajustarán anualmente de oficio, el primero 
de enero de cada año, según la variación 
porcentual del Índice de Precios al Consumidor, 
certificado por el DANE para el año 
inmediatamente anterior. No obstante, las 
pensiones cuyo monto mensual sea igual al 
salario mínimo legal mensual vigente, serán 
reajustadas de oficio cada vez y con el mismo 
porcentaje en que se incremente dicho salario 
por el Gobierno.” /Resaltado del Tribunal/.  
 

 

La norma en mención fue objeto de estudio de constitucionalidad, cuyo resultado 

fue la exequibilidad, declarada mediante la Sentencia C-387 de 19942, de la cual 

la Sala destaca en lo pertinente, lo siguiente:    

 
 

“Para la Corte es evidente que ese tratamiento distinto 

ante situaciones iguales, a la luz de los cánones 

constitucionales, tiene una justificación clara y razonable, 

cual es la de dar especial protección a aquellos 

pensionados que por devengar una pensión mínima se 

encuentran, por razones económicas, en situación de 

debilidad manifiesta frente a los demás. En consecuencia, 

ha decidido el legislador que el valor de la pensión para 

                                            
2 MP. Dr. Carlos Gaviria Díaz.  
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esas personas se reajuste en un porcentaje igual al del 

salario mínimo legal mensual, con el fin de que dicho 

ingreso conserve su poder adquisitivo y así pueda el 

beneficiario satisfacer sus necesidades básicas y llevar una 

vida digna.   

 

(…) Así las cosas, no le asiste razón al demandante, pues 

no es posible afirmar con certeza cuál de los dos sistemas 

podría resultar más benéfico para el pensionado, ya que 

ello dependerá del comportamiento que presente cada 

uno de esos factores a través del tiempo, de manera que 

habrá ocasiones en que el índice de precios al consumidor 

sea superior al porcentaje en que se incremente el salario 

mínimo, y en otras, éste sea inferior a aquél, o pueden 

existir casos en que los dos sean iguales.    

 

De otra parte, estima la Corte pertinente agregar que la 

Constitución al consagrar el derecho al reajuste periódico 

de las pensiones (art. 53 inc. 2o.), no señala la proporción 

en que éstas deben incrementarse, como tampoco la 

oportunidad o frecuencia en que debe llevarse a cabo, 

quedando en manos del legislador la regulación de estos 

aspectos, como en efecto lo hace la norma parcialmente 

impugnada” /Destacado del Tribunal/. 

 
Por su parte, el H. Consejo de Estado3 se pronunció sobre la vigencia del artículo 

1 de la Ley 71 de 1988 y el alcance de la fórmula del incremento pensional 

consagrado en la Ley 100 de 1993:  

 

“Ahora bien, en criterio de la parte demandante, la 

mesada de quienes se pensionaron con anterioridad al 1.º 

de abril de 1994 debe incrementarse en la forma prevista 

por la Ley 71 del 19 de diciembre de 1988, esto es, en el 

mismo porcentaje en que se ajustaba el salario mínimo, 

                                            
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, 
M.P. William Hernández Gómez, 17 de agosto de dos mil diecisiete (2017) Rad. 11001-03-24-
000-2010-00007-00(3294-14).  
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afirmación frente a la cual debe indicarse que el hecho de 

que el porcentaje en el cual se reajusta la pensión no sea 

un derecho adquirido, implica que el sistema definido por 

la Ley 100 de 1993 podía regular válidamente la proporción 

del aumento de la prestación, derogando el enunciado 

normativo que venía rigiendo hasta ese momento, tal y 

como lo admitió la Corte Constitucional en la sentencia C-

110 de 1996, al señalar:  

 

« (…) A partir del 1.° de enero de 1989 y hasta la entrada 

en vigencia de la Ley 100 de 1993, todas las pensiones que 

fueron reconocidas en el país, tanto en el sector público 

como en el privado, se reajustaron anualmente conforme 

a la formula (sic) prevista en la Ley 71 de 1988, esto es, 

en el mismo porcentaje en que se incrementó por el 

Gobierno el salario mínimo legal mensual. Con la 

expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, 

las pensiones reconocidas antes y después de dicha ley, se 

vienen reajustando en la forma prevista por su artículo 14 

y teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 

143 ibídem, lo que significa que el referido reajuste se 

produce anualmente según la variación porcentual del 

Índice de Precios al Consumidor, certificado por el DANE 

para el año inmediatamente anterior, más la mesada 

adicional y el reajuste equivalente a la elevación en la 

cotización para salud, a favor de los pensionados con 

anterioridad al 1° de enero de 1994 (…) 

Conclusión: Conforme a las consideraciones expuestas, el 

porcentaje de reajuste de la mesada pensional no es un 

derecho adquirido, por lo tanto la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional ha considerado que el legislador está 

habilitado para modificar las normas que consagran la 

proporción en que se realizarán los aumentos de las 

mesadas pensionales”. 

 

De acuerdo con lo anterior, el reajuste previsto por el 
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artículo 14 de la Ley 100 de 1993 sí es aplicable a quienes 

les fue reconocida la pensión antes del 1.º de abril de 1994 

y no el definido por la Ley 71 del 19 de diciembre de 1988, 

toda vez que esta última quedó derogada por aquella” 

/Subrayas fuera del texto/.  

 

Por otra parte, uno de los argumentos en los que insiste la parte actora en su 

recurso de apelación se entrelaza con el principio de favorabilidad en materia 

pensional, que a su juicio, legitima la aplicación del incremento pensional con 

el aumento del salario mínimo legal mensual vigente, previsto en la Ley 71 de 

1988.  En punto a este raciocinio, la Corte Constitucional se pronunció en la 

Sentencia C-425 de 20174 esbozando:  

 
“ (…) Lo anterior, hasta el punto de que en su demanda no 

sólo solicita declarar inexequible el apartado demandado, 

según el cual  las pensiones “se reajustarán anualmente de 

oficio, el primero de enero de cada año, según la variación 

porcentual del Índice de Precios al Consumidor, 

certificado por el DANE para el año inmediatamente 

anterior”, sino que incluso le pide a la Corte señalar que 

lo más favorable para el pensionado es “la medición del 

poder adquisitivo constante de las pensiones por el método 

de medición de la equivalencia de las pensiones en 

relación con el Salario Mínimo Legal Vigente”[85], como si 

este fuese expresamente el mandato constitucional  

 

(…) Por lo tanto, se concluye que además de que la propia 

Constitución faculta al legislador a decidir, con autonomía 

política, de qué manera reajustar periódicamente el valor 

de las pensiones, de tal forma que no hay lugar aquí para 

la aplicación del principio de favorabilidad en materia 

laboral del que trata el artículo 53 superior, en todo caso 

los índices o referencias de actualización a los que acudió 

el legislador para actualizar las pensiones de forma 

diferenciada según su valor (IPC y SMLMV) tienen un 

                                            
4 M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.  

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-435-17.htm#_ftn85
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origen, una explicación y unos propósitos diferentes, al 

mismo tiempo que se relacionan entre ellos de una forma 

particular.. (…) 

 

Al mismo tiempo que, se reitera, el constituyente impuso 

al legislador el deber general de actualizar el monto de las 

pensiones para que fuesen consistentes con el fenómeno 

de la pérdida del poder adquisitivo de la moneda, pero no 

impuso un modelo específico de actualización, motivo por 

el cual el Congreso cuenta con un amplio margen de 

configuración para fijar las fórmulas específicas a través 

de las cuales se materializa este deber genérico, sin que 

se encuentre obligado a acoger un esquema económico 

que, a juicio del accionante, resulte más favorable a los 

intereses de los pensionados entre todos los posibles” 

/Resaltados del Tribunal/.  

 
Finalmente, es claro que los docentes afiliados el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (FNPSM) se hallan excluidos del régimen pensional general 

previsto en la Ley 100 de 1993 en virtud del expreso mandato del artículo 279 de 

esa norma5, no obstante, este mandato legal debe leerse en armonía con el 

canon 1 parágrafo 4 de la Ley 238 de 2005, que reza:  

“ARTÍCULO 1o. Adiciónese al artículo 279 de la 
Ley 100 de 1993, con el siguiente parágrafo: (…) 

"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el 
presente artículo no implican negación de los 
beneficios y derechos determinados en los 
artículos 14 y 142 de esta ley para los 
pensionados de los sectores aquí 
contemplados". /Resaltado de la Sala/ 

 

                                            

5 “(…) Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con 
pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será responsable de la expedición y 
pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren del servicio, de conformidad 
con la reglamentación que para el efecto se expida. (…)” /Subrayado de la Sala/.  

 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr005.html#279
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#142
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Recogiendo los elementos presentes en el marco normativo y jurisprudencial 

reproducido en las líneas que anteceden, los cuestionamientos vertidos por la 

parte demandante contra el fallo de primer grado, y con ellas las súplicas de la 

demanda, no encuentran eco de prosperidad, por diversas razones.  

 

De un lado, la jurisprudencia constitucional justifica el establecimiento de un 

marco diferencial de protección a las personas que devengan pensiones cuyo 

valor es equivalente a un (1) salario mínimo mensual, respecto a aquellos 

pensionados que devengan una mesada superior, como medida positiva 

encaminada a lograr el mandato de igualdad real y efectiva (art. 13 C.P.).   En 

todo caso, la Corte deja en claro que el salario mínimo y el I.P.C. responden a 

factores y realidades diferentes, no siempre predecibles, por lo que no puede 

realizarse un juicio de comparación puro y simple entre ambos.  

 

Adicional a ello, es de suma importancia resaltar que el canon 53 de la Carta, al 

paso que consagra el mandato de incremento periódico de las pensiones de tal 

forma que mantengan su poder adquisitivo, no sujeta este postulado a un método 

específico, dejando en manos del legislador la materialización de este cometido, 

lo cual precisamente ocurre con el artículo 14 de la Ley 100/93, expedido en uso 

de la libertad de configuración que sobre el particular le asiste al Congreso de 

la República.  

 

Justamente, al referirse a dicho texto legal, tanto la Corte Constitucional como 

el supremo órgano de lo contencioso administrativo son contestes en aludir que 

el artículo 1 de la Ley 71 de 1988 ha de entenderse derogado por el canon 14 de 

la Ley 100/93, incluso, respecto a quienes obtuvieron su derecho pensional con 

anterioridad a aquella disposición, todo ello bajo el entendido de que el 

porcentaje de incremento o reajuste pensional anual no constituye un derecho 

adquirido.  

 

Bajo esta óptica, ha de concluirse que si bien los docentes vinculados antes de 

la vigencia de la Ley 812 de 2003 cuentan con un régimen pensional especial y 

diferente al general consagrado en la Ley 100 de 1993, de ello no se sigue que al 

amparo de este régimen puedan acudir a la Ley 71/88 para obtener un 

incremento pensional anual diferente al vigente, pues este aspecto no integra el 

régimen pensional propiamente dicho.  
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Ante este panorama, tampoco resulta de recibo el argumento relacionado con el 

principio de favorabilidad, pues existe una disposición expresa sobre la forma en 

la que proceden los aumentos pensionales, y la existencia de aumentos 

pensionales con base en el salario mínimo únicamente se justifica en el caso de 

las pensiones cuyo monto equivale a este salario.  

 

CASO CONCRETO  

 

En virtud de lo expuesto y abordados los pormenores del caso, resulta evidente 

que la pensión reconocida por el FNPSM a favor de la señora ESNEDA RÍOS 

MARULANDA supera con creces el valor del salario mínimo legal mensual vigente 

(la mesada pensional reconocida equivale a $ 1’253.575 para 2009, mientras el 

salario mínimo para esa anualidad era de $ 496.900) (PDF N°1, pág. 81), por lo 

que la entidad demandada, al negar el incremento pretendido al tenor del 

artículo 1 de la Ley 71 de 1988 se ajustó plenamente al ordenamiento jurídico, 

lo que derivaba en una decisión negativa frente a las pretensiones de la 

demanda, como en efecto ocurrió.  

 

(II) 

DESCUENTOS CON DESTINO  

AL SISTEMA DE SALUD  

 
 

El principio de solidaridad constituye uno de los pilares del Sistema General de 

Seguridad Social tanto en salud como en pensiones, y de él se derivan algunas 

obligaciones de los afiliados, como lo es contribuir a su financiación a través de 

aportes (art. 48 C.P.).  En el mismo sentido se encuentra concebido el servicio 

de salud en el canon 49 constitucional, soportado en la solidaridad como 

elemento medular de su prestación.  

 

En relación con los pensionados, la Ley 100 de 1993 los cataloga como afiliados 

con capacidad de pago, por lo que se encuentran en el régimen contributivo del 

sistema de salud (art. 175, lit. A, num. 1), incluso, el canon 143 de ese esquema 

disposicional establece que quienes hayan obtenido el reconocimiento pensional 

antes de la entrada en vigencia de la norma, tendrían derecho al reajuste 

mensual según la tasa de cotización en salud, además, instituye que la obligación 

de cotizar en salud se halla en cabeza de los pensionados en su totalidad.  
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Al pronunciarse sobre la obligación de los pensionados de cotizar con destino al 

sistema de salud, la H. Corte Constitucional6 expresó:  

 

“(…) Entonces, incluso los regímenes de excepción tienen el deber 

de cotizar al Sistema General de Seguridad Social, para la 

prestación de los servicios médico asistenciales, situación que no 

varió con la expedición de la Ley 100 de 1993. Esto encuentra 

respaldo en el principio de solidaridad que caracteriza este 

sistema. Así en las sentencia C-1000 de 2007, la Corte reiteró la 

posición de la obligación de cotizar al Sistema, señalada en la C-

548 de 1998 y sobre los aportes que deben efectuar los pensionados 

señaló: 

 

“(…)  frente  al deber que tienen los pensionados de cotizar en 

materia de salud, la Corte ha estimado que (i) es un desarrollo 

natural de los preceptos constitucionales que la ley ordene brindar 

asistencia médica a los pensionados y que prevea que éstos paguen 

una cotización para tal efecto, ya que la seguridad social no es 

gratuita sino que se financia, en parte, con los mismos aportes de 

los beneficiarios, de conformidad con los principios de eficiencia, 

solidaridad y universalidad; y (ii) no viola la constitución que el 

legislador establezca que los pensionados deben cotizar en mataría 

de salud.” 

 

En conclusión todo pensionado debe contribuir a la sostenibilidad 

y eficiencia del sistema General de Salud, no sólo para recibir los 

distintos beneficios, sino para financiar el sistema en su conjunto, 

colaborando con sus aportes a la prestación de la asistencia médica 

de todas las personas que pertenecen al régimen subsidiado, en 

desarrollo del principio de solidaridad consagrado en la 

Constitución. (…) /Resalta el Tribunal/”.  

 

En cuanto al monto sobre el cual se deben realizar los aportes en salud, las 

normas anteriores a la Ley 100 de 1993 contenían porcentajes que regularmente 

equivalían al 5%, como ocurría en el caso de la Ley 4ª de 1966 para el caso de los 

                                            
6 Sentencia T-835 de 2014.  
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pensionados de la extinta CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL – CAJANAL.   En 

el mismo sentido, el Decreto 3135 de 1968 dispuso:  

 
"A los pensionados por invalidez, jubilación y 
retiro por vejez se les prestará por la entidad 
que les pague la pensión, asistencia médica, 
farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria. Para 
este efecto el pensionado cotizará 
mensualmente un cinco por ciento (5%) de su 
pensión". 

 

En el caso de los educadores, la Ley 91 de 1989, creó el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, que tiene como uno de sus objetivos  

garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales de los profesores, 

y en el artículo 8 de la citada ley se establece que esta cuenta se haya 

constituida, entre otros, por ‘El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo 

incluidas las mesadas adicionales, como aporte de los pensionados’. 

 

Sin embargo, el porcentaje fue modificado con posterioridad con la expedición 

de la Ley 812 de 2003, que introdujo modificaciones sustanciales al régimen 

pensional docente. En el artículo 81 esta norma prescribe:  

“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE 
LOS DOCENTES OFICIALES. El régimen 
prestacional de los docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales, que se 
encuentren vinculados al servicio público 
educativo oficial, es el establecido para el 
Magisterio en las disposiciones vigentes con 
anterioridad a la entrada en vigencia de la 
presente ley. 

Los docentes que se vinculen a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley, serán 
afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio y tendrán los derechos 

pensionales del régimen pensional de prima 
media establecido en las Leyes 100 de 1993 
y 797 de 2003, con los requisitos previstos en 
él, con excepción de la edad de pensión de 
vejez que será de 57 años para hombres y 
mujeres. 

Los servicios de salud para los docentes 
afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, serán prestados de 
conformidad con la Ley 91 de 1989, las 
prestaciones correspondientes a riesgos 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#1
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profesionales serán las que hoy tiene 
establecido el Fondo para tales efectos. 

El valor total de la tasa de cotización por los 
docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio 
corresponderá a la suma de aportes que para 
salud y pensiones establezcan las 
Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, 
manteniendo la misma distribución que 
exista para empleadores y trabajadores. La 
distribución del monto de estos recursos la hará 
el Consejo Directivo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, en lo 
correspondiente a las cuentas de salud y 
pensiones” /Subraya el Tribunal/. 

  

En atención a la remisión normativa de que trata el canon citado, la Ley 100 de 

1993 consagra el monto de las cotizaciones con destino al sistema de salud a 

cargo de los afiliados en el artículo 204, por cuyo ministerio:  

 
 “(…) La cotización obligatoria que se aplica a 
los afiliados al sistema general de seguridad 
social en salud según las normas del presente 
régimen, será máximo del 12% del salario base 
de cotización, el cual no podrá ser inferior al 
salario mínimo. Dos terceras partes de la 
cotización estarán a cargo del empleador y una 
tercera parte a cargo del trabajador. Un punto 
de la cotización será trasladado al fondo de 
solidaridad y garantía para contribuir a la 
financiación de los beneficiarios del régimen 
subsidiado” /Resalta la Sala/.  
 

Debe anotarse que esta preceptiva fue objeto de dos (2) modificaciones 

relacionadas con el valor o monto de las cotizaciones al sistema de salud, de la 

siguiente manera:  

 

(i) Mediante la Ley 1122 de 2007, artículo 10, la cotización al régimen 

contributivo en salud a partir del 1º de enero de 2007 pasó a ser ‘del 12,5% del 

ingreso o salario base de cotización, el cual no podrá ser inferior al salario 

mínimo. La cotización a cargo del empleador será del 8.5% y a cargo del 

empleado del 4%. Uno punto cinco (1,5) de la cotización serán trasladados a la 

subcuenta de Solidaridad del Fosyga para contribuir a la financiación de los 

beneficiarios del régimen subsidiado’. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#1
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(ii) Luego, la Ley 1250 de 2008 adicionó el canon 204 de la Ley 100/93 al 

prescribir que ‘La cotización mensual al régimen contributivo de salud de los 

pensionados será del 12% del ingreso de la respectiva mesada pensional’.  

 
De igual manera, el deber de cotizar al sistema de salud en cabeza de los 

pensionados del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FNPSM), 

así como el monto de los aportes, fue objeto de pronunciamiento por el H. 

Consejo de Estado7, que en reciente oportunidad puntualizó lo siguiente:  

 
“Del análisis de la normatividad referida [artículos 2 de la 

Ley 4 de 1966 y 8.5 de la Ley 91 de 1989 que tratan del 

descuento del 5% para el Fondo incluidas las mesadas 

adicionales], se evidencia que el legislador, sentó para 

todos los afiliados a la Caja Nacional forzosos y 

voluntarios e incluidos los pensionados la obligación de 

cotizar para salud, deber que también opera para los 

afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales. Actualmente, 

con el sistema de seguridad social integral previsto en la 

Ley 100 de 1993, del cual hace parte el subsistema de 

seguridad social en salud, una de las obligaciones de los 

afiliados es justamente efectuar las cotizaciones. 

(Artículo 161 Ley 100 de 1993). Lo propio hizo el artículo 

8º de la Ley 91 de 1989, respecto del personal afiliado al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

que incluye también a los pensionados. (Pensión ordinaria)           

(…) 

 

6.2. Afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio  

 

Ley 91 de 1989 artículo 8-5  5%  

                                            
7 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda -Subsección B- 
Consejero ponente: César Palomino Cortés-, diez (10) de mayo de dos mil dieciocho (2018) -
Radicación número: 68001-23-31-000-2010-00624-01(0340-14) 
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Ley 812 de 2003, 8, artículo 81 El valor total de la tasa de 

cotización por los docentes 

afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del 

Magisterio corresponderá a la 

suma de aportes que para salud 

y pensiones establezcan las 

Leyes 100 de 1993 y 797 de 

2003, manteniendo la misma 

distribución que exista para 

empleadores y trabajadores. La 

distribución del monto de estos 

recursos la hará el Consejo 

Directivo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del 

Magisterio, en lo 

correspondiente a las cuentas 

de salud y pensiones.  

 

Así las cosas, la cotización para salud del sistema general de los 

docentes afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

es el mismo porcentaje del régimen general (…)” /Subrayado del 

Tribunal/.  

 
A voces de las normas parcialmente reproducidas, el ordenamiento 

constitucional atribuye a los afiliados al Sistema General de Seguridad Social – 

entre ellos los pensionados- el deber de materializar el principio de solidaridad 

a través de los aportes o cotizaciones destinados a generar su viabilidad 

financiera. Así mismo, aun cuando la Ley 91 de 1989 originalmente previó un 

porcentaje del 5% como monto de la cotización, este asciende en la actualidad 

al 12%, en virtud de la modificación introducida por la Ley 812 de 2003, que 

remite a los mandatos de orden pensional general.  

 

Finalmente, en lo que atañe a los descuentos sobre mesadas adicionales, estos 

se hallan previstos en la Ley 91/89, según la cual el FNPSM se halla constituido, 

entre otros recursos, por ‘El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo 

incluidas las mesadas adicionales, como aporte de los pensionados’, disposición 

que goza de plena vigencia en la medida que no ha sido objeto de derogatoria, 

                                            

8 Corte Constitucional. Sentencia C-529 de 23 de junio de 2010 
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bien sea tácita o expresa.  

 

En este sentido, aun cuando la Ley 100 de 1993 no contempla la realización de 

descuentos sobre las mesadas adicionales, la Ley 91 de 1989 –régimen especial 

para los docentes afiliados al FNPSM- sí contiene dicha obligación,  por lo que 

la extensión del régimen de cotizaciones de la Ley 100/93 a los profesores ha 

de entenderse exclusivamente ceñida al aumento del monto de la cotización 

(del 5% al 12%), y no conlleva la derogatoria del canon 8 de la Ley 91/89, en 

cuanto prescribe que tales mesadas serán objeto de aportes con destino al 

sistema de salud.  

 

Finalmente, el Tribunal trae a colación los planteamientos esbozados por el H. 

Consejo de Estado9 al abordar las pretensiones de devolución de aportes 

realizados sobre las mesadas adicionales de un pensionado afiliado al FNPSM:  

 
“(…) A partir de lo anterior, esta Sala advierte, en síntesis, 

que el tribunal, señaló que aunque la Ley 812 de 2003 

gobierna el monto de las cotizaciones a salud de los 

pensionados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, es necesario remitirse a la Ley 91 

de 1989, en lo que toca con la posibilidad de efectuar 

dichos descuentos sobre las mesadas adicionales.  

 

En ese sentido, consideró viable el descuento por salud 

sobre la mesada catorce percibida por la accionante, por 

cuanto, aunque las Leyes 42 de 1982 y 43 de 1984, 

prohibían descuento alguno sobre las mesadas adicionales, 

en su criterio, estas normas fueron derogadas tácitamente 

por la Ley 91 de 1989, por haber sido expedida de forma 

posterior, la cual, contempló dichos descuentos sobre las 

mesadas adicionales, inclusive.  

 

En esta perspectiva, advierte la Sala que el análisis 

normativo efectuado por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca es razonable, toda vez que se sustentó en 

                                            
9 Sentencia de 14 de septiembre de 2017.  
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la vigencia de las normas relevantes al asunto puesto en 

consideración, por lo que no es posible colegir que la 

providencia judicial cuestionada constituya un error 

sustantivo.” /Subraya el Tribunal/.  

 
Por modo, aun cuando los descuentos sobre las mesadas adicionales no se 

encuentren previstos de manera explícita en la Ley 812 de 2003, la Sala es del 

criterio que dicha obligación no ha cesado, pues en atención al principio de 

solidaridad que informa todo el Sistema de Seguridad Social, los descuentos por 

este concepto se avienen al ordenamiento jurídico.  

 

En conclusión, el acto demandado se ajusta a la legalidad en tanto dispone 

realizar los descuentos previstos expresamente en la Ley 91 de 1989 sobre las 

mesadas adicionales de los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, obligación que les asiste a los educadores por disposición 

de la norma en mención, y que no ha de entenderse suprimida, cesada o 

derogada por el hecho de que la Ley 812 de 2003 no haya reproducido de manera 

expresa dicho contenido.   

 

Por ende, se confirmará la sentencia de primer grado.  

COSTAS. 

 

Se condenará en costas a la apelante, en virtud del supuesto previsto en el 

numeral 3 del artículo 365 del Código General del Proceso. Sin agencias en 

derecho en esta instancia por no haberse causado.  

 

Por lo discurrido, el Tribunal Administrativo de Caldas, SALA 4ª DE DECISIÓN 

ORAL, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de 

la ley, 

 

FALLA 

 

CONFÍRMASE la sentencia emanada del Juzgado 3º Administrativo de Manizales, 

con la cual negó las pretensiones formuladas por la señora ESNEDA RÍOS 

MARULANDA dentro del contencioso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO promovido contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM.  
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COSTAS en esta instancia a cargo de la parte demandante y a favor de la entidad 

demandada. Sin agencias en derecho en esta instancia.  

 

Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen, 

previas las anotaciones del caso en el Programa Justicia Siglo XXI.  

 

NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA. 

 

Providencia discutida y aprobada en Sala de Decisión celebrada en la fecha, 

según consta en Acta Nº 048 de 2022. 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 



17001-33-39-007-2020-00027-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª DE DECISIÓN ORAL 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, dieciséis (16) de SEPTIEMBRE de dos mil veintidós (2022) 

 

S. 144 

 

La Sala 4ª de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, conformada por 

los Magistrados AUGUSTO MORALES VALENCIA, quien la preside, AUGUSTO 

RAMÓN CHÁVEZ MARÍN y PUBLIO MARTÍN ANDRÉS PATIÑO MEJÍA, procede a dictar 

sentencia de segundo grado por vía del recurso de apelación interpuesto por la 

parte demandante contra la sentencia emanada del Juzgado 7º Administrativo 

de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por la señora LUZ 

JEANNY RODRÍGUEZ DÍAZ, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido contra la NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO -FNPSM-. 

 

ANTECEDENTES 

 

PRETENSIONES  

 

Se declare la nulidad de la resolución N°6696-6 de 17 de octubre de 2019, con 

la cual se negó el reconocimiento y pago de la prima de mitad de año a la parte 

demandante.  
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A título de restablecimiento del derecho solicitó: 

 

i) Declarar que la parte actora tiene derecho al reconocimiento y pago 

de la mesada adicional – prima de mitad de año, por ser pensionada 

del FNPSM, y por no haber alcanzado el reconocimiento de la pensión 

gracia.  

 

ii) Ordenar la indexación de las sumas de dinero que fueren reconocidas.  

 

iii) Que se ordene el cumplimiento de la sentencia en los términos de los 

artículos 192 y siguientes del C/CA.  

 

iv) Que se condene en costas a la entidad demandada.  

 

 

CAUSA PETENDI 

 

➢ La demandante fue vinculada como docente oficial con posterioridad al 

1° de enero de 1981, por lo que, en condición de pensionada del FNPSM, 

no tiene derecho al reconocimiento y pago de la pensión gracia.  

 

➢  Por cumplir con los requisitos de ley, a la demandante le fue reconocida 

una pensión de jubilación.  

 
➢ La demandante es beneficiaria de la prima de mitad de año creada por 

la Ley 91 de 1989 por no ser acreedor de la pensión gracia establecida en 

la Ley 114 de 1993. No obstante, desde el reconocimiento de la pensión 

de jubilación no le ha sido pagada la prima de mitad de año.  
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NORMAS VIOLADAS  

Y  

CONCEPTO DE VIOLACIÓN 

 

Se invocan como vulnerados: 

 

- Artículo15 de la Ley 91 de 1989. 

- Sentencia de Unificación SUJ-014-CE-S2-2019 H. Consejo de Estado.  

 

Como concepto de la violación se expresa, en suma: 

 

✓ La prima de mitad de año fue creada por el legislador para aquellos 

docentes que no fueron beneficiarios de la pensión gracia a modo de 

compensación.  

 

✓ El reconocimiento y pago de la prima de mitad de año, fue establecido 

por la ley con anterioridad a la expedición de la Ley 100 de 1993, para 

aquellos documentos docentes del Magisterio que fueron vinculados con 

posterioridad del año de 1981, sin que realizara derogatoria alguna.  

 

CONTESTACIÓN  

DEL LIBELO DEMANDADOR 

 

La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO -FNPSM-, con escrito obrante en el archivo digital 

N°6 del expediente digitalizado, se opuso a la prosperidad de las pretensiones 

de la demandante, y propuso los medios exceptivos que denominó: 

‘INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN O COBRO DE LO NO DEBIDO’, basada en que 
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aplicó de manera correcta las normas que gobernaban la situación de la parte 

demandante y sus derechos no han de considerarse desconocidos, porque el 

reconocimiento de la mesada 14 es inviable, y ‘LA GENÉRICA’.   

   

LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

La Jueza 7ª Administrativa de Manizales, dictó sentencia negando las 

pretensiones de la parte demandante en los términos que pasan a compendiarse 

(PDF N°13).  

 

Luego de efectuar el recuento normativo, concluyó que el propósito del Acto 

Legislativo 01 de 2005 fue, entre otras cosas, eliminar el derecho de todos los 

pensionados a recibir mesada adicional a las 13 percibidas anualmente, 

limitándola a los ciudadanos que causaren su pensión con anterioridad al 31 de 

julio de 2011 y cuya mesada pensional no superara los 3 salarios mínimos legales 

mensuales de la época. A continuación, hizo mención al pronunciamiento 

realizado por la Sala de Consulta de Servicio Civil del H. Consejo de Estado el 

22 de noviembre de 2007, y concluyó que el Acto Legislativo 01 de 2005 

extinguió el derecho de la mesada de mitad de año, tanto para el régimen 

general como para los regímenes especiales. 

 

Finalmente, al abordar el caso concreto, explicó que la demandante es 

beneficiaria de una pensión de jubilación, la cual fue reconocida con 

posterioridad al 31 de julio de 2011, por lo que no tiene derecho al 

reconocimiento de la mesada adicional de mitad de año.  
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EL RECURSO DE SEGUNDO GRADO. 

 

Mediante memorial obrante en el archivo digital N°18 del expediente 

digitalizado, la parte demandante solicitó revocar el ordinal 3° de la sentencia 

en cuanto dispuso condenar en costas a la parte actora, refiriendo que el 

demandante acudió a la jurisdicción con la firme convicción de que existe una 

vulneración a sus garantías constitucionales y legales, por lo que, en caso de ser 

vencida en juicio, una eventual condena en costas resultaría injusta, acotando 

que para imponer costas no se debe utilizar un criterio objetivo.  

 

CONSIDERACIONES  

DE LA  

SALA DE DECISIÓN 

 

Pretendió la parte actora, por modo principal, la nulidad del acto administrativo 

con el cual la parte demandada negó el reconocimiento y pago de la mesada 

adicional de mitad de año, y en consecuencia, se proceda a ordenar el 

reconocimiento de dicha prestación.  

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

De conformidad con los planteamientos esbozados en el recurso de apelación, 

el problema jurídico a desatar se contrae a siguiente cuestionamiento:  

 

¿Procedía la condena en costas en primera instancia? 
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(I) 

COSTAS EN PRIMERA INSTANCIA 

 

Reprocha la parte actora la condena en costas dispuesta en primera instancia, 

aludiendo básicamente que esta preceptiva no se halla ajustada a derecho, en 

tanto al acudir ante esta jurisdicción especializada, lo hizo en procura de 

defensa de sus derechos, por lo que su propósito con la demanda, lejos de 

congestionar el aparato judicial, fue obtener la protección de sus prerrogativas.  

  

Sobre el particular, el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, con la adición 

introducida por el canon 47 de la Ley 2080 de 2021, reza en su tenor literal:   

  

“Salvo en los procesos en que se ventile un 

interés público, la sentencia dispondrá sobre la 

condena en costas, cuya liquidación y ejecución 

se regirán por las normas del Código de 

Procedimiento Civil.  

 

En todo caso, la sentencia dispondrá sobre la 

condena en costas cuando se establezca que se 

presentó la demanda con manifiesta carencia de 

fundamento legal” /Resalta el Tribunal/.  

   

En ese orden, el Tribunal no evidencia que la demanda presentada esté 

desprovista por completo de fundamento legal, pues se basa en una postura 

legal y jurisprudencial enmarcada en argumentos razonables, al margen de que 

las pretensiones de la parte actora hayan sido desestimadas, lo que no ha de 

equipararse de manera inmediata a la absoluta carencia de fundamento 
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jurídico. Por ende, y teniendo en cuenta que el juez de primera instancia 

tampoco precisó o indicó estar ante el supuesto normativo descrito, atendiendo 

la vigente norma sobre este particular, conlleva la revocatoria del ordinal 3° de 

la sentencia apelada, en cuando dispuso la condena en costas contra la parte 

demandante en primera instancia.   

 

COSTAS EN SEGUNDA INSTANCIA. 

 

No habrá condena en costas ni agencias en derecho en segunda instancia, por 

no darse los supuestos previstos en los numerales 3 y 4 del canon 365 del C.G.P. 

 

Por lo discurrido, el Tribunal Administrativo de Caldas, SALA 4ª DE DECISIÓN 

ORAL, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de 

la ley, 

  

FALLA 

 

REVÓCASE el ordinal 3° de la sentencia emanada del Juzgado 7º Administrativo 

de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por la señora LUZ 

JEANNY RODRÍGUEZ DÍAZ, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido contra la NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO -FNPSM-, en cuanto dispuso condenar en costas a la parte 

demandante.  

 

CONFÍRMASE en lo demás la providencia apelada.  

 

SIN COSTAS NI AGENCIAS EN DERECHO en esta instancia. 
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Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de 

origen, previas las anotaciones del caso en el Sistema Justicia Siglo XXI.  

 

NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA. 

 

Providencia discutida y aprobada en Sala de Decisión celebrada en la fecha, 

según consta en Acta Nº 048 de 2022. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 



17001-33-33-002-2020-00272-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª DE DECISIÓN ORAL 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, dieciséis (16) de SEPTIEMBRE de dos mil veintidós (2022) 

 

S. 145 

 

La Sala 4ª de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, conformada por 

los Magistrados AUGUSTO MORALES VALENCIA, quien la preside, AUGUSTO 

RAMÓN CHÁVEZ MARÍN y PUBLIO MARTÍN ANDRÉS PATIÑO MEJÍA, procede a dictar 

sentencia de segundo grado por vía del recurso de apelación interpuesto por la 

parte demandante contra la sentencia emanada del Juzgado 2º Administrativo 

de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por la señora GLORIA 

BEATRIZ JIMÉNEZ PERALTA, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido contra la NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO -FNPSM-. 

 

ANTECEDENTES 

 

PRETENSIONES  

 

Se declare la nulidad del acto ficto originado con la petición presentada el 9 de 

noviembre de 2019, con la cual se negó el reconocimiento y pago de la prima 

de mitad de año a la parte demandante.  
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A título de restablecimiento del derecho solicitó: 

 

i) Declarar que la parte actora tiene derecho al reconocimiento y pago 

de la mesada adicional – prima de mitad de año, por ser pensionada 

del FNPSM, y por no haber alcanzado el reconocimiento de la pensión 

gracia.  

 

ii) Ordenar la indexación de las sumas de dinero que fueren reconocidas.  

 

iii) Que se ordene el cumplimiento de la sentencia en los términos de los 

artículos 192 y siguientes del C/CA.  

 

iv) Que se condene en costas a la entidad demandada.  

 

CAUSA PETENDI 

 

➢ La demandante fue vinculada como docente oficial con posterioridad al 

1° de enero de 1981, por lo que, en condición de pensionada del FNPSM, 

no tiene derecho al reconocimiento y pago de la pensión gracia.  

 

➢  Por cumplir con los requisitos de ley, a la demandante le fue reconocida 

una pensión de jubilación.  

 
➢ La demandante es beneficiaria de la prima de mitad de año creada por 

la Ley 91 de 1989 por no ser acreedor de la pensión gracia establecida en 

la Ley 114 de 1993. No obstante, desde el reconocimiento de la pensión 

de jubilación no le ha sido pagada la prima de mitad de año.  
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NORMAS VIOLADAS  

Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN 

 

Se invocan como vulnerados: 

 

- Artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 

- Sentencia de Unificación SUJ-014-CE-S2-2019 H. Consejo de Estado.  

 

Como concepto de la violación se expresa, en suma: 

 

✓ La prima de mitad de año fue creada por el legislador para aquellos 

docentes que no fueron beneficiarios de la pensión gracia a modo de 

compensación.  

 

✓ El reconocimiento y pago de la prima de mitad de año, fue establecido 

por la ley con anterioridad a la expedición de la Ley 100 de 1993, para 

aquellos documentos docentes del Magisterio que fueron vinculados con 

posterioridad del año de 1981, sin que realizara derogatoria alguna.  

 

CONTESTACIÓN  

DEL LIBELO DEMANDADOR 

 

La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO -FNPSM-, con escrito obrante en el archivo digital 

N°14 del expediente digitalizado, se opuso a la prosperidad de las pretensiones 

de la demandante, y propuso los medios exceptivos que denominó: ‘LEGALIDAD 

DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD’, basada en que 

aplicó de manera correcta las normas que gobernaban la situación de la parte 
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demandante;  ‘CARENCIA DE FUNDAMENTO JURÍDICO DE LAS PRETENSIONES’,  

aduciendo que la prima deprecada es improcedente según lo estableció la Corte 

Constitucional en la Sentencia C-404 de 1994, e ‘INEXISTENCIA DE LA 

OBLIGACIÓN Y COBRO DE LO NO DEBIDO’, por ausencia de vulneración de las 

disposiciones normativas señaladas en la demanda, y además, que ese órgano 

ha garantizado los derechos de la parte demandante.  

   

LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El Juez 2°Administrativo de Manizales, dictó sentencia negando las pretensiones 

de la parte demandante en los términos que pasan a compendiarse (PDF N°22).  

 

Luego de efectuar el recuento normativo, concluyó que el propósito del Acto 

Legislativo 01 de 2005 fue, entre otras cosas, eliminar el derecho de todos los 

pensionados a recibir mesada adicional a las 13 percibidas anualmente, 

limitándola a los ciudadanos que causaren su pensión con anterioridad al 31 de 

julio de 2011 y cuya mesada pensional no superara los 3 salarios mínimos legales 

mensuales de la época. A continuación, hizo mención al pronunciamiento 

realizado por la Sala de Consulta de Servicio Civil del H. Consejo de Estado el 

22 de noviembre de 2007, y concluyó que el Acto Legislativo 01 de 2005 

extinguió el derecho de la mesada de mitad de año, tanto para el régimen 

general como para los regímenes especiales. 

 

Finalmente, al abordar el caso concreto, explicó que la demandante es 

beneficiaria de una pensión de jubilación, la cual fue reconocida con 

posterioridad al 31 de julio de 2011, por lo que no tiene derecho al 

reconocimiento de la mesada adicional de mitad de año.  
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EL RECURSO DE SEGUNDO GRADO. 

 

Mediante memorial obrante en el archivo digital N°25 del expediente 

digitalizado, la parte demandante solicitó revocar la sentencia de primer grado 

de conformidad con los argumentos que pasan a compendiarse. 

 

Explicó que le fue reconocida una pensión de jubilación con fundamento en la 

Ley 91 de 1989 y la Ley 33 de 1985; y que, toda vez que los docentes carecen 

de un régimen especial de pensiones, se les debe aplicar la Ley 33 de 1985 para 

los vinculados con anterioridad a la Ley 812 de 2009, y la Ley 100 de 1993 para 

los vinculados con posterioridad a la misma. 

 

Precisó que la mesada adicional pretendida es aquella prevista en el artículo 15 

de la Ley 91 de 1989, que creó dicho beneficio a modo de compensación para 

aquellos docentes que no reunieron los requisitos para ser beneficiarios de una 

pensión gracia; y que tal beneficio dista de la mesada de medio año creada por 

el artículo 142 de la Ley 100 de 1993.  

 

Prosiguió refiriéndose a las Sentencias C-409 de 1994 y C-461 de 1995 emanadas 

de la H. Corte Constitucional, y concluyó que si bien la Ley 238 de 1995 hizo 

extensiva la mesada adicional del sistema general en pensiones a los grupos de 

docentes de los regímenes exceptuados, ello no significó que su hubiera 

modificado su régimen especial, y por ello, considera, debe darse estricta 

aplicación a lo allí dispuesto, máxime cuando se encuentra plenamente vigente.  

 

Finalmente, refirió que el demandante acudió a la jurisdicción con la firme 

convicción de que existe una vulneración a sus garantías constitucionales y 
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legales, por lo que, en caso de ser vencida en juicio, una eventual condena en 

costas resultaría injusta.  

 

CONSIDERACIONES  

DE LA  

SALA DE DECISIÓN 

 

Pretende la parte actora, por modo principal, la nulidad del acto administrativo 

con el cual la parte demandada negó el reconocimiento y pago de la mesada 

adicional de mitad de año, y en consecuencia, se proceda a ordenar el 

reconocimiento de dicha prestación.  

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

De conformidad con los planteamientos esbozados en el recurso de apelación, 

el problema jurídico a desatar se contrae a siguiente cuestionamiento:  

 

¿Cumple la demandante con los presupuestos legales para acceder al 

reconocimiento y pago de la mesada adicional de mitad de año? 

 

(I) 

MARCO JURÍDICO DE LA  

MESADA ADICIONAL  

 

La Ley 91 de 1989, “Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio”, estableció en el artículo 15 las disposiciones que 

regirían al personal docente nacional y nacionalizado, que se vinculara con 
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posterioridad al 1º de enero de 1990, entre ellas, aquella contenida en el literal 

(b) del numeral 2, que reza: 

 

“ 

(…) 

 
Para los docentes vinculados a partir del 1º de 
enero de 1981, nacionales y nacionalizados, y 
para aquellos que se nombren a partir del 1º de 
enero de 1990, cuando se cumplan los requisitos 
de ley, se reconocerá sólo una pensión de 
jubilación equivalente al 75% del salario 
mensual promedio del último año. Estos 
pensionados gozarán del régimen vigente 
para los pensionados del sector público 
nacional y adicionalmente de una prima de 
medio año equivalente a una mesada 
pensional”. /Resalta la Sala/ 

 

Más adelante, la mesada adicional de mitad de año -pagadera en el mes de 

junio-, conocida como mesada 14, fue estatuida por la Ley 100 de 1993, que en 

su artículo 142 dispuso:   

 
“ARTÍCULO 142. MESADA ADICIONAL PARA 
PENSIONADOS. Los pensionados por jubilación, 
invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores 
públicos, oficial, semioficial, en todos sus 
órdenes, en el sector privado y del Instituto de 
Seguros Sociales, así como los retirados y 
pensionados de las Fuerzas Militares y de la 
Policía Nacional, (…), tendrán derecho al 
reconocimiento y pago de treinta (30) días de la 
pensión que le corresponda a cada uno de ellos 
por el régimen respectivo, que se cancelará con 
la mesada del mes de junio de cada año, a 
partir de 1994.  
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(…) PARÁGRAFO. Esta mesada adicional será 
pagada por quien tenga a su cargo la 
cancelación de la pensión sin que exceda de 
quince (15) veces el salario mínimo legal 
mensual.” 
 

Más adelante, el artículo 279 de la misma norma dispuso que estarían 

exceptuados del régimen prestacional allí previsto “los afiliados al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, 

cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase 

de remuneración”.  

 

Posteriormente, la Ley 238 de 1995, adicionó el referido artículo 279 de la Ley 

100 de 1993 e hizo extensivos los beneficios consagrados en los artículos 14 y 

142 de la misma norma, a los regímenes exceptuados del Sistema General de 

Seguridad Social.  

 

La modificación introducida por el Acto Legislativo 01 de 2005 

 

El Acto Legislativo 01 de 2005, por el cual se adicionó el artículo 48 de la 

Constitución, dispuso: 

 

“El Estado garantizará los derechos, la 
sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, 
respetará los derechos adquiridos con arreglo a 
la ley y asumirá el pago de la deuda pensional 
que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las 
leyes en materia pensional que se expidan con 
posterioridad a la entrada en vigencia de este 
acto legislativo, deberán asegurar la 
sostenibilidad financiera de lo establecido en 
ellas". 
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(…) "En materia pensional se respetarán todos 
los derechos adquiridos". 
 
(…)  
 
"A partir de la vigencia del presente Acto 
Legislativo, no habrá regímenes especiales ni 
exceptuados, sin perjuicio del aplicable a la 
fuerza pública, al Presidente de la República 
y a lo establecido en los parágrafos del 
presente artículo". 
 
"Las personas cuyo derecho a la pensión se 
cause a partir de la vigencia del presente Acto 
Legislativo no podrán recibir más de trece 
(13) mesadas pensionales al año. Se entiende 
que la pensión se causa cuando se cumplen 
todos los requisitos para acceder a ella, aún 
cuando no se hubiese efectuado el 
reconocimiento". 
 
(…) 
 
"Parágrafo 1o. A partir del 31 de julio de 2010, 
no podrán causarse pensiones superiores a 
veinticinco (25) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, con cargo a recursos de 
naturaleza pública". 
 
"Parágrafo 2o. A partir de la vigencia del 
presente Acto Legislativo no podrán 
establecerse en pactos, convenciones colectivas 
de trabajo, laudos o acto jurídico alguno, 
condiciones pensionales diferentes a las 
establecidas en las leyes del Sistema General de 
Pensiones". 
 
"Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional 
de los docentes nacionales, nacionalizados y 
territoriales, vinculados al servicio público 
educativo oficial es el establecido para el 
Magisterio en las disposiciones legales vigentes 
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con anterioridad a la entrada en vigencia de la 
Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el 
artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan 
vinculado o se vinculen a partir de la vigencia 
de la citada ley, tendrán los derechos de prima 
media establecidos en las leyes del Sistema 
General de Pensiones, en los términos del 
artículo 81 de la Ley 812 de 2003". 
 
(…) 
 
"Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo 
establecido por el inciso 8o. del presente 
artículo, aquellas personas que perciban una 
pensión igual o inferior a tres (3) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, si la misma 
se causa antes del 31 de julio de 2011, quienes 
recibirán catorce (14) mesadas pensionales al 
año". 

 

Ahora, en punto a la aplicabilidad del Acto Legislativo 01 de 2005 sobre los 

regímenes especiales, la Sala de Consulta y Servicio Civil del H. Consejo de 

Estado, en concepto de 22 de noviembre de 2007 concluyó: 

 

“(…) la mesada pensional no dejó de ser un beneficio del 

régimen general de pensiones, pero tampoco fue incluida 

como parte de los beneficios de los regímenes especiales 

ni de los expresamente relacionados en el artículo 279 de 

la ley 100 de 1993; en rigor, la ley 238 lo que hizo fue 

introducir una excepción muy particular a la excepción 

general, consistente en permitir que un beneficio regulado 

para los pensionados bajo el régimen general pudiera ser 

aplicado a quienes por estar sujetos a regímenes 

especiales de pensión, no podían ser destinatarios de 

dicho beneficio. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003_pr001.html#81
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003_pr001.html#81


17001-33-33-002-2020-00272-02 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Segunda Instancia 
S. 145 

 

11 

 

Conservándose como parte del sistema general, la 

derogatoria de la mesada pensional en la forma como 

quedó dispuesta por el inciso octavo del artículo 1º del 

Acto Legislativo No. 01 del 2005, aplica a todos los 

pensionados, incluidos los docentes oficiales, como se 

expone a continuación. 

 

(…) De manera que, a partir del 25 de julio del 2005, fecha 

en la cual se publicó el Acto Legislativo No. 01 del 2005, 

las personas que adquieran el derecho a la pensión 

recibirán un máximo de trece mesadas al año, con la 

excepción establecida en el parágrafo 6º transitorio, que, 

evidentemente, también está restringida en el tiempo y 

en sus destinatarios. 

 

Entonces, los docentes oficiales que causen su derecho a 

la pensión de jubilación o de vejez a partir del 25 de julio 

del 2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo 

No. 01 del 2005, no podrán recibir la mesada adicional del 

mes de junio creada por el artículo 142 de la ley 100 de 

1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo (…)” 

 

Por lo anterior, y contrario a lo manifestado por la parte demandante, el Acto 

Legislativo 01 de 2005 tuvo como propósito contribuir a la sostenibilidad del 

Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, mediante la unificación de 

regímenes pensionales, y la imposición de prohibiciones en punto a los límites 
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en los montos pensionales, y al número de mesadas devengadas por los 

beneficiarios en un año. No obstante, en el parágrafo transitorio 6º, introdujo 

una excepción a esta última limitación, aclarando que recibirán 14 mesadas al 

año quienes sean beneficiarios de una pensión igual o inferior a 3 SMMLV, 

siempre que esta se haya causado antes del 31 de julio de 2011.  

 

Lo anterior permite a esta Sala de Decisión concluir que no procede el 

reconocimiento de la mesada adicional o mesada 14: 

 

- Para quienes adquieran el derecho a la pensión con posterioridad al Acto 

Legislativo 01 de 2005, esto es, al 25 de julio de 2005; 

- Cuando la cuantía de la pensión reconocida supere los 3 SMMLV; y 

- Para quienes causen el derecho pensional con posterioridad al 31 de julio 

de 2011.  

 

EL CASO CONCRETO 

 

En este orden, se encuentra acreditado que la demandante GLORIA BEATRIZ 

JIMÉNEZ PERALTA adquirió el derecho a la pensión de jubilación el 16 de abril 

de 2018, es decir, con posterioridad al 25 de julio de 2005, fecha de entrada en 

vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005, y que la cuantía de la mesada pensional 

reconocida ($ 2’775.041), supera el límite máximo de de 3 SMMLV, que para 

entonces era de 2’343.726 (el salario mínimo para 2018 era de 781.242).  

 

Así las cosas, es diáfano para la Sala de Decisión que en el presente asunto no 

se dan los presupuestos legales para el reconocimiento y pago de la prima de 

mitad de año a favor de la parte demandante, en razón a que la adquisición del 

status pensional se dio en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005, a lo que se 
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añade que el monto de la pensión reconocida supera el tope establecido por la 

reforma constitucional, razón por la cual habrá de confirmarse la sentencia 

impugnada. 

 

COSTAS EN PRIMERA INSTANCIA  

 

Reprocha también la parte actora la condena en costas dispuesta en primera 

instancia, aludiendo básicamente que esta preceptiva no se halla ajustada a 

derecho, en tanto al acudir ante esta jurisdicción especializada, lo hizo en 

procura de su defensa de sus derechos, por lo que su propósito con la demanda, 

lejos de congestionar el aparato judicial, fue obtener la protección de sus 

prerrogativas.  

  

Sobre el particular, el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, con la adición 

introducida por el canon 47 de la Ley 2080 de 2021, reza en su tenor literal:   

  

“Salvo en los procesos en que se ventile un 

interés público, la sentencia dispondrá sobre la 

condena en costas, cuya liquidación y ejecución 

se regirán por las normas del Código de 

Procedimiento Civil.  

En todo caso, la sentencia dispondrá sobre la 

condena en costas cuando se establezca que se 

presentó la demanda con manifiesta carencia de 

fundamento legal” /Resalta el Tribunal/.  

  

En ese orden, el Tribunal no evidencia que la demanda presentada esté 

desprovista por completo de fundamento legal, pues se basa en una postura 
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legal y jurisprudencial enmarcada en argumentos razonables, al margen de que 

las pretensiones de la parte actora hayan sido desestimadas, lo que no ha de 

equipararse de manera inmediata a la absoluta carencia de fundamento 

jurídico. Por ende, y teniendo en cuenta que el juez de primera instancia 

tampoco precisó o indicó estar ante el supuesto normativo descrito, atendiendo 

la vigente norma sobre este particular, conlleva la revocatoria del ordinal 3° de 

la sentencia apelada, en cuando dispuso la condena en costas contra la parte 

demandante en primera instancia.   

 

COSTAS EN SEGUNDA INSTANCIA. 

 

No habrá condena en costas ni agencias en derecho en segunda instancia, por 

no darse los supuestos previstos en los numerales 3 y 4 del canon 365 del C.G.P. 

 

Por lo discurrido, el Tribunal Administrativo de Caldas, SALA 4ª DE DECISIÓN 

ORAL, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de 

la ley, 

  

FALLA 

 

REVÓCASE el ordinal 3° de la sentencia emanada del Juzgado 2º Administrativo 

de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por la señora GLORIA 

BEATRIZ JIMÉNEZ PERALTA, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido contra la NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO -FNPSM-, en cuanto dispuso condenar en costas a la parte 

demandante.  
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CONFÍRMASE en lo demás la providencia apelada.  

 

SIN COSTAS NI AGENCIAS EN DERECHO en esta instancia. 

 

Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de 

origen, previas las anotaciones del caso en el Sistema Justicia Siglo XXI.  

 

NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA. 

 

Providencia discutida y aprobada en Sala de Decisión celebrada en la fecha, 

según consta en Acta Nº 048 de 2022. 

 

NOTIFÍQUESE 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª DE DECISIÓN ORAL 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, dieciséis (16) de SEPTIEMBRE de dos mil veintidós (2022) 

 

S. 146 

 

La Sala 4ª de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, conformada por 

los Magistrados AUGUSTO MORALES VALENCIA, quien la preside, AUGUSTO 

RAMÓN CHÁVEZ MARÍN y PUBLIO MARTÍN ANDRÉS PATIÑO MEJÍA, procede a dictar 

sentencia de segundo grado por vía del recurso de apelación interpuesto por la 

parte demandante contra la sentencia emanada del Juzgado 2º Administrativo 

de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por la señora LUZ 

MERY VALENCIA RÍOS, dentro del proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 

DEL DERECHO promovido contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FNPSM-. 

 

ANTECEDENTES 

 

Pretende la parte actora, se declare la nulidad del acto ficto originado con la 

petición presentada el 2 de julio de 2019, con la cual se negó el reconocimiento 

y pago de la prima de mitad de año a la parte demandante.  

 

A título de restablecimiento del derecho solicitó: 

 

i) Declarar que la parte actora tiene derecho al reconocimiento y pago 

de la mesada adicional – prima de mitad de año, por ser pensionada 

del FNPSM, y por no haber alcanzado el reconocimiento de la pensión 

gracia.  

 

ii) Ordenar la indexación de las sumas de dinero que fueren reconocidas.  
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iii) Que se ordene el cumplimiento de la sentencia en los términos de los 

artículos 192 y siguientes del C/CA.  

 

iv) Que se condene en costas a la entidad demandada.  

 

CAUSA PETENDI 

 

➢ La demandante fue vinculada como docente oficial con posterioridad al 

1° de enero de 1981, por lo que, en condición de pensionada del FNPSM, 

no tiene derecho al reconocimiento y pago de la pensión gracia.  

 

➢  Por cumplir con los requisitos de ley, a la demandante le fue reconocida 

una pensión de jubilación.  

 
➢ La demandante es beneficiaria de la prima de mitad de año creada por 

la Ley 91 de 1989 por no ser acreedor de la pensión gracia establecida en 

la Ley 114 de 1993. No obstante, desde el reconocimiento de la pensión 

de jubilación no le ha sido pagada la prima de mitad de año.  

 

NORMAS VIOLADAS  

Y  

CONCEPTO DE VIOLACIÓN 

 

Se invocan como vulnerados: 

 

- Artículo15 de la Ley 91 de 1989. 

- Sentencia de Unificación SUJ-014-CE-S2-2019 H. Consejo de Estado.  

 

Como concepto de la violación se expresa, en suma: 

 

✓ La prima de mitad de año fue creada por el legislador para aquellos 

docentes que no fueron beneficiarios de la pensión gracia a modo de 

compensación.  

 



17001-33-33-002-2020-00287-02 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Segunda Instancia 
S. 146 

 

3 

✓ El reconocimiento y pago de la prima de mitad de año, fue establecido 

por la ley con anterioridad a la expedición de la Ley 100 de 1993, para 

aquellos documentos docentes del Magisterio que fueron vinculados con 

posterioridad del año de 1981, sin que realizara derogatoria alguna.  

 

CONTESTACIÓN  

DEL LIBELO DEMANDADOR 

 

La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO -FNPSM-, con escrito obrante en el archivo digital 

N°9 del expediente digitalizado, se opuso a la prosperidad de las pretensiones 

de la demandante, y propuso los medios exceptivos que denominó: ‘LEGALIDAD 

DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD’, basada en que 

aplicó de manera correcta las normas que gobernaban la situación de la parte 

demandante;  ‘INEPTITUD DE LA DEMANDA POR CARENCIA DE FUNDAMENTO 

JURÍDICO’, pues con base en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, los 

regímenes especiales están exceptuados del reconocimiento de la prima 

adicional de mitad de año; ‘PRESCRIPCIÓN’, atendiendo a lo dispuesto en el 

artículo 151 del C.P.T.; ‘COMPENSACIÓN’, frente a cualquier suma reconocida 

en el curso del proceso; ‘SOSTENIBILIDAD FINANCIERA’, basada en el Acto 

Legislativo N°03 de 2011; ‘BUENA FE’, porque la demandad ha sido respetuosa 

del ordenamiento jurídico; ‘LA CONDENA EN COSTAS NO ES OBJETIVA’, en la 

medida que debe tenerse en cuenta la conducta de la demandada, y ‘LA 

GENÉRICA’.   

   

LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El Juez 2°Administrativo de Manizales, dictó sentencia negando las pretensiones 

de la parte demandante en los términos que pasan a compendiarse (PDF N°19).  

 

Luego de efectuar el recuento normativo, concluyó que el propósito del Acto 

Legislativo 01 de 2005 fue, entre otras cosas, eliminar el derecho de todos los 

pensionados a recibir mesada adicional a las 13 percibidas anualmente, 

limitándola a los ciudadanos que causaren su pensión con anterioridad al 31 de 

julio de 2011 y cuya mesada pensional no superara los 3 salarios mínimos legales 
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mensuales de la época. A continuación, hizo mención al pronunciamiento 

realizado por la Sala de Consulta de Servicio Civil del H. Consejo de Estado el 

22 de noviembre de 2007, y concluyó que el Acto Legislativo 01 de 2005 

extinguió el derecho de la mesada de mitad de año, tanto para el régimen 

general como para los regímenes especiales. 

 

Finalmente, al abordar el caso concreto, explicó que la demandante es 

beneficiaria de una pensión de jubilación, la cual fue reconocida con 

posterioridad al 31 de julio de 2011, por lo que no tiene derecho al 

reconocimiento de la mesada adicional de mitad de año.  

 

EL RECURSO DE SEGUNDO GRADO. 

 

Mediante memorial obrante en el archivo digital N°22 del expediente 

digitalizado, la parte demandante solicitó revocar la sentencia de primer grado 

de conformidad con los argumentos que pasan a compendiarse. 

 

Explicó que le fue reconocida una pensión de jubilación con fundamento en la 

Ley 91 de 1989 y la Ley 33 de 1985; y que, toda vez que los docentes carecen 

de un régimen especial de pensiones, se les debe aplicar la Ley 33 de 1985 para 

los vinculados con anterioridad a la Ley 812 de 2009, y la Ley 100 de 1993 para 

los vinculados con posterioridad a la misma. 

 

Precisó que la mesada adicional pretendida es aquella prevista en el artículo 15 

de la Ley 91 de 1989, que creó dicho beneficio a modo de compensación para 

aquellos docentes que no reunieron los requisitos para ser beneficiarios de una 

pensión gracia; y que tal beneficio dista de la mesada de medio año creada por 

el artículo 142 de la Ley 100 de 1993.  

 

Prosiguió refiriéndose a las Sentencias C-409 de 1994 y C-461 de 1995 emanadas 

de la H. Corte Constitucional, y concluyó que si bien la Ley 238 de 1995 hizo 

extensiva la mesada adicional del sistema general en pensiones a los grupos de 

docentes de los regímenes exceptuados, ello no significó que su hubiera 

modificado su régimen especial, y por ello, considera, debe darse estricta 

aplicación a lo allí dispuesto, máxime cuando se encuentra plenamente vigente.  
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Finalmente, refirió que el demandante acudió a la jurisdicción con la firme 

convicción de que existe una vulneración a sus garantías constitucionales y 

legales, por lo que, en caso de ser vencida en juicio, una eventual condena en 

costas resultaría injusta.  

 

CONSIDERACIONES  

DE LA  

SALA DE DECISIÓN 

 

Pretende la parte actora, por modo principal, la nulidad del acto administrativo 

con el cual la parte demandada negó el reconocimiento y pago de la mesada 

adicional de mitad de año, y en consecuencia, se proceda a ordenar el 

reconocimiento de dicha prestación.  

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

De conformidad con los planteamientos esbozados en el recurso de apelación, 

el problema jurídico a desatar se contrae a siguiente cuestionamiento:  

 

¿Cumple la demandante con los presupuestos legales para acceder al 

reconocimiento y pago de la mesada adicional de mitad de año? 

 

(I) 

MARCO JURÍDICO DE LA  

MESADA ADICIONAL  

 

La Ley 91 de 1989, “Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio”, estableció en el artículo 15 las disposiciones que 

regirían al personal docente nacional y nacionalizado, que se vinculara con 

posterioridad al 1º de enero de 1990, entre ellas, aquella contenida en el literal 

(b) del numeral 2, que reza: 

 

“ 

(…) 
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Para los docentes vinculados a partir del 1º de 
enero de 1981, nacionales y nacionalizados, y 
para aquellos que se nombren a partir del 1º de 
enero de 1990, cuando se cumplan los requisitos 
de ley, se reconocerá sólo una pensión de 
jubilación equivalente al 75% del salario 
mensual promedio del último año. Estos 
pensionados gozarán del régimen vigente 
para los pensionados del sector público 
nacional y adicionalmente de una prima de 
medio año equivalente a una mesada 
pensional”. /Resalta la Sala/ 

 

Más adelante, la mesada adicional de mitad de año -pagadera en el mes de 

junio-, conocida como mesada 14, fue estatuida por la Ley 100 de 1993, que en 

su artículo 142 dispuso:   

 
“ARTÍCULO 142. MESADA ADICIONAL PARA 
PENSIONADOS. Los pensionados por jubilación, 
invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores 
públicos, oficial, semioficial, en todos sus 
órdenes, en el sector privado y del Instituto de 
Seguros Sociales, así como los retirados y 
pensionados de las Fuerzas Militares y de la 
Policía Nacional, (…), tendrán derecho al 
reconocimiento y pago de treinta (30) días de la 
pensión que le corresponda a cada uno de ellos 
por el régimen respectivo, que se cancelará con 
la mesada del mes de junio de cada año, a 
partir de 1994.  
 

(…) PARÁGRAFO. Esta mesada adicional será 
pagada por quien tenga a su cargo la 
cancelación de la pensión sin que exceda de 
quince (15) veces el salario mínimo legal 
mensual.” 
 

 

Más adelante, el artículo 279 de la misma norma dispuso que estarían 

exceptuados del régimen prestacional allí previsto “los afiliados al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, 

cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase 

de remuneración”.  

 

Posteriormente, la Ley 238 de 1995, adicionó el referido artículo 279 de la Ley 

100 de 1993 e hizo extensivos los beneficios consagrados en los artículos 14 y 
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142 de la misma norma, a los regímenes exceptuados del Sistema General de 

Seguridad Social.  

 

La modificación introducida por el Acto Legislativo 01 de 2005 

 

El Acto Legislativo 01 de 2005, por el cual se adicionó el artículo 48 de la 

Constitución, dispuso: 

 

“El Estado garantizará los derechos, la 
sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, 
respetará los derechos adquiridos con arreglo a 
la ley y asumirá el pago de la deuda pensional 
que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las 
leyes en materia pensional que se expidan con 
posterioridad a la entrada en vigencia de este 
acto legislativo, deberán asegurar la 
sostenibilidad financiera de lo establecido en 
ellas". 
 
(…) "En materia pensional se respetarán todos 
los derechos adquiridos". 
 
(…)  
 
"A partir de la vigencia del presente Acto 
Legislativo, no habrá regímenes especiales ni 
exceptuados, sin perjuicio del aplicable a la 
fuerza pública, al Presidente de la República 
y a lo establecido en los parágrafos del 
presente artículo". 
 
"Las personas cuyo derecho a la pensión se 
cause a partir de la vigencia del presente Acto 
Legislativo no podrán recibir más de trece 
(13) mesadas pensionales al año. Se entiende 
que la pensión se causa cuando se cumplen 
todos los requisitos para acceder a ella, aún 
cuando no se hubiese efectuado el 
reconocimiento". 
 
(…) 
 
"Parágrafo 1o. A partir del 31 de julio de 2010, 
no podrán causarse pensiones superiores a 
veinticinco (25) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, con cargo a recursos de 
naturaleza pública". 
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"Parágrafo 2o. A partir de la vigencia del 
presente Acto Legislativo no podrán 
establecerse en pactos, convenciones colectivas 
de trabajo, laudos o acto jurídico alguno, 
condiciones pensionales diferentes a las 
establecidas en las leyes del Sistema General de 
Pensiones". 
 
"Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional 
de los docentes nacionales, nacionalizados y 
territoriales, vinculados al servicio público 
educativo oficial es el establecido para el 
Magisterio en las disposiciones legales vigentes 
con anterioridad a la entrada en vigencia de la 
Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el 
artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan 
vinculado o se vinculen a partir de la vigencia 
de la citada ley, tendrán los derechos de prima 
media establecidos en las leyes del Sistema 
General de Pensiones, en los términos del 
artículo 81 de la Ley 812 de 2003". 
 
(…) 
 
"Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo 
establecido por el inciso 8o. del presente 
artículo, aquellas personas que perciban una 
pensión igual o inferior a tres (3) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, si la misma 
se causa antes del 31 de julio de 2011, quienes 
recibirán catorce (14) mesadas pensionales al 
año". 

 

Ahora, en punto a la aplicabilidad del Acto Legislativo 01 de 2005 sobre los 

regímenes especiales, la Sala de Consulta y Servicio Civil del H. Consejo de 

Estado, en concepto de 22 de noviembre de 2007 concluyó: 

 

“(…) la mesada pensional no dejó de ser un beneficio del 

régimen general de pensiones, pero tampoco fue incluida 

como parte de los beneficios de los regímenes especiales ni 

de los expresamente relacionados en el artículo 279 de la ley 

100 de 1993; en rigor, la ley 238 lo que hizo fue introducir 

una excepción muy particular a la excepción general, 

consistente en permitir que un beneficio regulado para los 

pensionados bajo el régimen general pudiera ser aplicado a 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003_pr001.html#81
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003_pr001.html#81
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quienes por estar sujetos a regímenes especiales de pensión, 

no podían ser destinatarios de dicho beneficio. 

 

Conservándose como parte del sistema general, la 

derogatoria de la mesada pensional en la forma como quedó 

dispuesta por el inciso octavo del artículo 1º del Acto 

Legislativo No. 01 del 2005, aplica a todos los pensionados, 

incluidos los docentes oficiales, como se expone a 

continuación. 

 

(…) De manera que, a partir del 25 de julio del 2005, fecha 

en la cual se publicó el Acto Legislativo No. 01 del 2005, las 

personas que adquieran el derecho a la pensión recibirán un 

máximo de trece mesadas al año, con la excepción 

establecida en el parágrafo 6º transitorio, que, 

evidentemente, también está restringida en el tiempo y en 

sus destinatarios. 

 

Entonces, los docentes oficiales que causen su derecho a la 

pensión de jubilación o de vejez a partir del 25 de julio del 

2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 

01 del 2005, no podrán recibir la mesada adicional del mes 

de junio creada por el artículo 142 de la ley 100 de 1993; con 

la salvedad del parágrafo transitorio 6º del mencionado acto 

legislativo (…)” 

 

Por lo anterior, y contrario a lo manifestado por la parte demandante, el Acto 

Legislativo 01 de 2005 tuvo como propósito contribuir a la sostenibilidad del 

Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, mediante la unificación de 

regímenes pensionales, y la imposición de prohibiciones en punto a los límites 

en los montos pensionales, y al número de mesadas devengadas por los 

beneficiarios en un año. No obstante, en el parágrafo transitorio 6º, introdujo 

una excepción a esta última limitación, aclarando que recibirán 14 mesadas al 

año quienes sean beneficiarios de una pensión igual o inferior a 3 SMMLV, 

siempre que esta se haya causado antes del 31 de julio de 2011.  
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Lo anterior permite a esta Sala de Decisión concluir que no procede el 

reconocimiento de la mesada adicional o mesada 14: 

 

- Para quienes adquieran el derecho a la pensión con posterioridad al Acto 

Legislativo 01 de 2005, esto es, al 25 de julio de 2005; 

- Cuando la cuantía de la pensión reconocida supere los 3 SMMLV; y 

- Para quienes causen el derecho pensional con posterioridad al 31 de julio 

de 2011.  

 

EL CASO CONCRETO 

 

En este orden, se encuentra acreditado que la demandante LUZ MERY VALENCIA 

RÍOS adquirió el derecho a la pensión de jubilación el 27 de mayo de 2014, es 

decir, con posterioridad al 25 de julio de 2005, fecha de entrada en vigencia del 

Acto Legislativo 01 de 2005, y que la cuantía de la mesada pensional reconocida 

($ 2’253.135), supera el límite máximo de de 3 SMMLV, que para entonces era 

de 1’848.000 (el salario mínimo para 2014 era de 616.000).  

 

Así las cosas, es diáfano para la Sala de Decisión que en el presente asunto no 

se dan los presupuestos legales para el reconocimiento y pago de la prima de 

mitad de año a favor de la parte demandante, en razón a que la adquisición del 

status pensional se dio en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005, a lo que se 

añade que el monto de la pensión reconocida supera el tope establecido por la 

reforma constitucional, razón por la cual habrá de confirmarse la sentencia 

impugnada. 

 

COSTAS EN PRIMERA INSTANCIA  

 

Reprocha también la parte actora la condena en costas dispuesta en primera 

instancia, aludiendo básicamente que esta preceptiva no se halla ajustada a 

derecho, en tanto al acudir ante esta jurisdicción especializada, lo hizo en 

procura de su defensa de sus derechos, por lo que su propósito con la demanda, 

lejos de congestionar el aparato judicial, fue obtener la protección de sus 

prerrogativas.  
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Sobre el particular, el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, con la adición 

introducida por el canon 47 de la Ley 2080 de 2021, reza en su tenor literal:   

  

“Salvo en los procesos en que se ventile un 

interés público, la sentencia dispondrá sobre la 

condena en costas, cuya liquidación y ejecución 

se regirán por las normas del Código de 

Procedimiento Civil.  

En todo caso, la sentencia dispondrá sobre la 

condena en costas cuando se establezca que se 

presentó la demanda con manifiesta carencia de 

fundamento legal” /Resalta el Tribunal/.  

  

En ese orden, el Tribunal no evidencia que la demanda presentada esté 

desprovista por completo de fundamento legal, pues se basa en una postura 

legal y jurisprudencial enmarcada en argumentos razonables, al margen de que 

las pretensiones de la parte actora hayan sido desestimadas, lo que no ha de 

equipararse de manera inmediata a la absoluta carencia de fundamento 

jurídico. Por ende, y teniendo en cuenta que el juez de primera instancia 

tampoco precisó o indicó estar ante el supuesto normativo descrito, atendiendo 

la vigente norma sobre este particular, conlleva la revocatoria del ordinal 3° de 

la sentencia apelada, en cuando dispuso la condena en costas contra la parte 

demandante en primera instancia.   

 

COSTAS EN SEGUNDA INSTANCIA. 

 

No habrá condena en costas ni agencias en derecho en segunda instancia, por 

no darse los supuestos previstos en los numerales 3 y 4 del canon 365 del C.G.P. 

 

Por lo discurrido, el Tribunal Administrativo de Caldas, SALA 4ª DE DECISIÓN 

ORAL, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de 

la ley, 

  

FALLA 

 

REVÓCASE el ordinal 3° de la sentencia emanada del Juzgado 2º Administrativo 

de Manizales, con la cual negó las pretensiones formuladas por la señora LUZ 
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MERY VALENCIA RÍOS, dentro del proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 

DEL DERECHO promovido contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -FNPSM-, en 

cuanto dispuso condenar en costas a la parte demandante.  

 

CONFÍRMASE en lo demás la providencia apelada.  

 

SIN COSTAS NI AGENCIAS EN DERECHO en esta instancia. 

 

Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de 

origen, previas las anotaciones del caso en el Sistema Justicia Siglo XXI.  

 

NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA. 

 

Providencia discutida y aprobada en Sala de Decisión celebrada en la fecha, 

según consta en Acta Nº 048 de 2022. 

 

NOTIFÍQUESE 
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S. 141 

 

La Sala 4ª de Decisión Oral del Tribunal Administrativo de Caldas, integrada por los 

Magistrados AUGUSTO MORALES VALENCIA -quien la preside-, AUGUSTO RAMÓN 

CHÁVEZ MARÍN y PUBLIO MARTÍN ANDRÉS PATIÑO MEJÍA, procede a dictar sentencia 

en virtud del acuerdo logrado en la audiencia de pacto de cumplimiento realizada 

dentro del proceso de  PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS 

promovido por el señor SANTIAGO BERMÚDEZ CAÑAVERAL contra el MUNICIPIO DE 

MANIZALES y la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE CALDAS -CORPOCALDAS-.  

 

 

ANTECEDENTES 

 

EL PETITUM  

 

Según las manifestaciones realizadas por el actor popular en el libelo introductor, 

estima que se encuentra vulnerado el derecho a la seguridad y prevención de desastres 

previsibles técnicamente, consagrado en el literal m) del artículo 4º de la Ley 472/98. 

 

En consecuencia, implora ordenar a las autoridades demandadas: 

 

1. Adoptar las medidas necesarias para cesar la amenaza, vulneración y agravio 

sobre los derechos e intereses colectivos de los transeúntes que frecuentan la 

zona descrita.  

 

2. Realizar labores de vigilancia y control de la amenaza expuesta; lo anterior por 

parte de Corporación Autónoma de Caldas, en virtud del artículo 2 de ley 1523 

de 2012. 



17001-23-33-000-2022-00022-00 
Acción Popular 

S.  141 

 2 

 

3. Por parte del Municipio de Manizales se mitigue el riesgo con la realización de 

las obras necesarias para garantizar la seguridad de los ciudadanos.   

 

 

CAUSA PETENDI 

 

Manifiesta el actor popular que el 6 de noviembre de 2020 se desprendió una masa de 

tierra de la ladera ubicada a un costado del pasaje Nº 4 (frente a la casa 1) de la Calle 

10B Nº - entre las carreras 31 y 31E del Barrio Centenario, razón por la cual acudió al 

lugar personal de bomberos del Municipio de Manizales y manifestaron la necesidad 

de que por parte CORPOCALDAS se realizara una verificación del estado actual del 

terreno.  

 

El 23 de noviembre de 2020, continúa el accionante, los residentes del sector 

solicitaron a CORPOCALDAS la realización de una visita para identificar las labores a 

realizar para la mitigación del riesgo, y fue solo hasta el 28 de marzo de 2021 cuando 

la Corporación emitió un informe en el que expuso la situación de la ladera y las 

recomendaciones sobre las obras a realizar, para garantizar la seguridad de los 

habitantes del sector. No obstante, asegura, que para dicha data el deslizamiento 

había adquirido nuevas proporciones, e incluso que para el mes de agosto de 2021, se 

desprendió otra gran cantidad de tierra. 

 

Con ocasión de este último deslizamiento, agregó, CORPOCALDAS reiteró la necesidad 

intervención de la zona, recalcando que corresponde al Municipio de Manizales la 

realización de las obras necesarias para mitigar el riesgo. Ante ello, manifestó que tal 

situación se expuso mediante petición presentada a la Secretaría de Obras Públicas 

del Municipio de Manizales, dependencia que manifestó que no sería posible la 

intervención del terreno.  

 

Finalmente refirió que en el mes de enero del año que avanza la ladera presentó un 

nuevo deslizamiento de tierra, sin que las entidades accionadas hayan realizado, hasta 

ahora, labores para garantizar la seguridad de los habitantes del sector.  
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CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

➢ El MUNICIPIO DE MANIZALES /PDF N°20/ solicitó negar las pretensiones del 

actor popular, por considerar que la entidad no ha vulnerado ni puesto en peligro los 

derechos colectivos; como sustento de su pretensión afirmó que la administración 

municipal está al tanto de la situación que se presenta en la zona, también, que ha 

adoptado las medidas a su alcance para mitigar el riesgo de acuerdo a las posibilidades 

económicas y a las restricciones propias de la ley de garantías. Finalmente, formuló 

los medios exceptivos que denominó: ‘IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN’, ‘INEXISTENCIA 

DE LOS PRESUPUESTOS LEGALES PARA INCOAR LA ACCIÓN’, ‘CARENCIA DE PRUEBA QUE 

CONSTITUYA PRESUNTA VULNERACIÓN DE DERECHOS COLECTIVOS’, y ‘EXCEPCIÓN 

GENÉRICA’.  

 

➢ CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE CALDAS -CORPOCALDAS /PDF N°22/ 

adujo que son claras las competencias de los municipios en punto a la estabilización 

de taludes y la realización de obras de protección y preservación, por lo que solicitó 

negar las pretensiones respecto de la Corporación, en tanto ya existen 

recomendaciones derivadas de la evaluación realizada en la zona.  En ese sentido, 

formuló las siguientes excepciones: ‘COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD MUNICIPAL Y 

DEPARTAMENTAL EN EL MANTENIMIENTO DEL ESPACIO PÚBLICO’, ‘COMPETENCIA DE 

LAS ENTIDADES MUNICIPALES Y DEPARTAMENTALES EN MATERIA DE PREVENCIÓN Y 

ATENCIÓN DEL RIESGO’, y ‘AUSENCIA DE TRANSGRESIÓN DE DERECHOS COLECTIVOS, Y 

CUMPLIMIENTO DE LAS FUNCIONES ASIGNADAS A LAS CORPORACIONES AUTÓNOMAS 

REGIONALES’.  

 

EL ACUERDO O  

PACTO DE CUMPLIMIENTO 

 

Atendiendo a los dictados del artículo 27 de la Ley 472 de 1998, el Despacho 

Sustanciador citó a las partes a Audiencia de Pacto de Cumplimiento, acto judicial 

llevado a cabo el día martes 16 de agosto último.  

 

En esa oportunidad, siguiendo el derrotero que marca el artículo 27 de la Ley 472/98, 

el Magistrado director del proceso invitó a los sujetos procesales a que expresaran sus 

puntos de vista frente a la posibilidad de llegar a pacto de cumplimiento, lo cual en 
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efecto hicieron a instancias del magistrado sustanciador, el que se consigna en el acta 

de la audiencia en los siguientes términos:  

 

1)        El MUNICIPIO DE MANIZALES se compromete, 

conforme a las recomendaciones realizadas por 

CORPOCALDAS y por la Secretaría de Obras Públicas, a 

realizar una perfilación del terreno, generando 

terrazas, y entre esas terrazas construir zanjas 

colectoras para la adecuada conducción de aguas 

lluvias. Así mismo a revegetalizar la zona con especies 

de talle bajo, para disminuir los efectos negativos del 

agua y aumentar la estabilidad del suelo.   

 

Tales obras deberán desarrollarse durante la vigencia 

del año 2023. 

 

2) CORPOCALDAS se compromete a brindar asesoría 

técnica al Municipio de Manizales, previo 

requerimiento, sobre todas las acciones encaminadas a 

la gestión del riesgo en la zona objeto de la presente 

acción popular.  

 
3) El MUNICIPIO DE MANIZALES se compromete a realizar 

monitoreo y vigilancia permanente en el lugar, para 

verificar el comportamiento del talud. De ser necesario, 

adelantará actividades de manera preventiva.  

 

 

CONSIDERACIONES 

DE LA  

SALA DE DECISIÓN 

 

Procede la Sala de decisión a decidir sobre la legalidad del pacto de cumplimiento 

celebrado entre las partes dentro del presente proceso de protección de derechos e 
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intereses colectivos.  El inciso 4º del artículo 27 de la citada Ley 472 de 1998, precisa 

ad pedem litterae, en lo pertinente:  

 

“(…) En dicha audiencia podrá establecerse un pacto 
de cumplimiento a iniciativa del juez en el que se 
determine la forma de protección de los derechos e 
intereses colectivos y el restablecimiento de las 
cosas a su estado anterior, de ser posible (…)” 
 
 

La demanda que ocupa la atención de la Sala está orientada a proteger a los habitantes 

y transeúntes del barrio ‘Centenario’, del Municipio de Manizales frente a un eventual 

riesgo de deslizamiento del talud ubicado a un costado del pasaje Nº 4 (frente a la 

casa 1) de la Calle 10B Nº - entre las carreras 31 y 31E, dado que por la temporada de 

lluvias ha presentado varios deslizamientos, situación que se enmarca en el derecho a 

la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente, consagrado en el 

literal m) del artículo 4º de la Ley 472/98. 

 

En el sub lite, conforme a los enunciados fácticos contenidos en el libelo demandador 

y según las disquisiciones sostenidas en la audiencia de pacto de cumplimiento, se 

colige, efectivamente, que existe una necesidad de intervención del talud a efectos 

de evitar que ante la temporada de lluvias, se generen nuevos deslizamientos, y que 

ello ponga en riesgo la seguridad de los habitantes del sector, y de las personas que 

por allí transitan.  

 

De las pruebas allegadas al cartulario se destaca el informe presentado por 

CORPOCALDAS una vez realizó visita al lugar de la afectación, del cual se destacan los 

siguientes apartes: 

 

“(…) 

 

• Efectuar la recuperación de las zonas afectadas por 

desprendimientos y cicatrices de   eventos   anteriores, 

buscando   implementar   una   combinación   de   obras 

estructurales  (estabilidad),  bioingeniería  (trinchos  en  

esterilla,  barreras  vivas, establecimiento   de   rastrojos,   

perfilados,   filtros   vivos,   canales   flexibles,)   

canalización de aguas superficiales, a lo largo de la ladera 
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superior de  la  carrera  31  y  de  otras  adyacentes  con  

características  similares  en  estos pasajes del barrio 

Centenario. 

 

• Realizar la cobertura preventiva con plásticos y/o 

elementos de protección ante la erosión laminar (coberturas 

con polisombras, biomantos, geotextiles etc.)  de las zonas 

expuestas por desprendimientos recientes y las que 

evidencien potenciales nuevos eventos. 

 

• Implementar el monitoreo permanente de la ladera a fin de 

detectar posibles evidencias   del   comportamiento   

anómalo   de   la   ladera   y   capacitar   a   las comunidades 

de las zonas aledañas a estas laderas, de forma que 

oportunamente informen de las novedades que puedan 

presentarse. 

 
(…) 

 

• Limpiar o descolmatar los drenes subhorizontales de la base 

de la ladera con el fin de permitir el óptimo funcionamiento 

de estas estructuras de evacuación de aguas freáticas. 

 

(…)” 

 

Esta situación también fue documentada por la Secretaría de Obras de Públicas de 

Manizales, que, en virtud de las recomendaciones realizadas por CORPOCALDAS, 

realizó visita al sector y expidió el oficio SOPM-1955-UGO-OE-2021 de 27 de 

septiembre de 2021, con el cual propuso la realización de unas obras, mismas que hoy 

se consignan en el pacto cumplimiento.   

 

También, es importante recalcar que según manifestación realizada por el delegado 

de CORPOCALDAS, Ingeniero Jhon Jairo Chisco Leguizamo, en la audiencia de pacto 

de cumplimiento, los compromisos adquiridos por la entidad territorial se ajustan a 

las necesidades de intervención del terreno para garantizar la seguridad de los 

habitantes y transeúntes del sector.  
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Hallándose por modo la Sala ante un escenario como el descrito, en el que de forma 

evidente se establece una amenaza al derecho colectivo invocado por la parte actora, 

así como la potencial afectación de otras prerrogativas ligadas a la seguridad de 

peatones y habitantes de las viviendas aledañas al talud, se deduce con diafanidad 

que el pacto al que arribaron las partes no solo legitima el eficaz accionar por la 

entidad territorial llamada por pasiva para conjurar el riesgo existente en la zona 

afectada por las deficiencias de la infraestructura vial y peatonal,  sino que evita en 

la mayor medida probable la amenaza o riesgo de los derechos que invoca la 

colectividad en el sub-iúdice.  

 

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión impartirá aprobación al pacto de 

cumplimiento celebrado a instancias del magistrado sustanciador, bajo el entendido 

que el acuerdo logrado se relaciona plenamente con la problemática denunciada, 

causa misma del recurso judicial incoado. 

 

De otro lado, la publicación de la parte resolutiva de la sentencia estará a cargo del 

MUNICIPIO DE MANIZALES, en razón a que ser la entidad que deberá adoptar las 

medidas necesarias para conjurar situaciones como la descrita.  

 

Finalmente, como se anticipó en la audiencia de pacto de cumplimiento, se designará 

como auditor que vigile y asegure el cumplimiento de lo pactado, al Personero 

Municipal de Manizales o su delegado, a quien se le comunicará la designación con 

copia de esta sentencia y quien deberá remitir informe a partir del inicio de ejecución 

del pacto, sobre el desarrollo de las gestiones encomendadas a las diferentes 

entidades.  

 

No habrá condena en costas, no solo por la naturaleza de la acción ejercida, sino 

porque no se dan las exigencias del artículo 38 de la Ley 472 de 1998. 

 

Se dispondrá expedir copia de este fallo con destino a la Defensoría del Pueblo (art. 

80 L. 472/98). 

 

Es por lo discurrido que el Tribunal Administrativo de Caldas, SALA 4ª DE DECISIÓN 

ORAL, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
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FALLA 

 

IMPARTIR APROBACIÓN al pacto de cumplimiento al que arribaron las partes, dentro 

del proceso promovido en ejercicio del medio de control de PROTECCIÓN DE LOS 

DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS por el señor SANTIAGO BERMÚDEZ CAÑAVERAL 

contra el MUNICIPIO DE MANIZALES y la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE 

CALDAS -CORPOCALDAS-, así: 

 

 

1. El MUNICIPIO DE MANIZALES se compromete, conforme a las 

recomendaciones realizadas por CORPOCALDAS y por la 

Secretaría de Obras Públicas, a realizar una perfilación del 

terreno, generando terrazas, y entre esas terrazas construir 

zanjas colectoras para la adecuada conducción de aguas lluvias. 

Así mismo a revegetalizar la zona con especies de talle bajo, 

para disminuir los efectos negativos del agua y aumentar la 

estabilidad del suelo.   

 

Tales obras deberán desarrollarse durante la vigencia del año 

2023. 

 

2. CORPOCALDAS se compromete brindar asesoría técnica al 

Municipio de Manizales, previo requerimiento, sobre todas las 

acciones encaminadas a la gestión del riesgo en la zona objeto 

de la presente acción popular.  

 
3. El MUNICIPIO DE MANIZALES se compromete a realizar 

monitoreo y vigilancia permanente en el lugar, para verificar el 

comportamiento del talud. De ser necesario, adelantará 

actividades de manera preventiva.  

 

DESÍGNASE como Auditor que vigile y asegure el cumplimiento del pacto, al Señor 

Personero del Municipio de Manizales, a quien se le comunicará la designación con 

copia de esta sentencia y quien se servirá remitir informes trimestrales a partir del 

inicio de ejecución del pacto, sobre el desarrollo de las gestiones encomendadas a las 
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diferentes entidades. Lo anterior, sin perjuicio de las reuniones que pueda promover 

el despacho sustanciador.   

 

EXPÍDASE copia de este fallo con destino a la Defensoría del Pueblo para los efectos 

del artículo 80 de la Ley 472 de 1998. 

 

PUBLÍQUESE la parte resolutiva de esta sentencia en un diario de amplia circulación 

nacional, publicación que estará a cargo del MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

SIN COSTAS. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Providencia discutida y aprobada en Sala de Decisión celebrada en la fecha, según 

consta en Acta Nº 048 de 2022.  

 

 



                17-001-23-33-000-2022-00084-00 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA DE DECISIÓN ORAL 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

A.I. 360  

 

Atendiendo lo dispuesto en el artículo 175 parágrafo 2°de la Ley 1437 de 2011, 

modificado por el canon 38 de la Ley 2080 de 2021, se pronuncia la Sala Unitaria 

sobre las excepciones, la fijación del litigio y las pruebas, dentro del proceso de 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la sociedad MABE 

COLOMBIA S.A.S contra la U.A.E. DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS 

NACIONALES -DIAN.  

 

CONSIDERACIONES  

DE LA  

SALA UNITARIA  

 

El artículo 180 numeral 6 de la Ley 1437 de 2011 establecía originalmente que 

en la audiencia inicial el juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición de 

parte, debía resolver sobre las excepciones previas, “(…) y las de cosa juzgada, 

caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y 

prescripción extintiva”. 

 

No obstante, con la Ley 2080 de 2021 fueron introducidas algunas reformas al 

trámite procesal en lo contencioso administrativo, y en concreto, frente al 

trámite de las excepciones previas, el dispositivo legal en cita modificó el 

parágrafo 2° del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 en los siguientes términos:  

 

“Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de 
la Ley 1437 de 2011, el cual será del siguiente 
tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas 
se correrá traslado en la forma prevista en el 
artículo 201A por el término de tres (3) días. En 
este término, la parte demandante podrá 
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pronunciarse sobre las excepciones previas y, si 
fuere el caso, subsanar los defectos anotados 
en ellas. En relación con las demás excepciones 
podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y 
decidirán según lo regulado en los artículos 
100, 101 y 102 del Código General del Proceso. 
Cuando se requiera la práctica de pruebas a que 
se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las 
decretará en el auto que cita a la audiencia 
inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí 
mismo, resolverá las excepciones previas que 
requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión (…)” /Resalta el Despacho/.  

 

Justamente, el canon 101 numeral 2 del CGP dispone en lo pertinente que, “El 

juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de 

pruebas, antes de la audiencia inicial (…)” /Resalta el Tribunal/, por lo que de 

acuerdo con las reglas procesales que rigen este juicio subjetivo de anulación, 

las excepciones previas deben resolverse en este estado del proceso.  

 

Por otra parte, el artículo 182A  numeral 1 literal c) de la Ley 1437 de 2011, 

adicionado por el canon 42 de la aludida Ley 2081/21, establece que se podrá 

dictar sentencia anticipada, entre otras situaciones, “Cuando solo se solicite 

tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la 

contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento”, 

para lo cual manda seguidamente que, “El juez o magistrado ponente, mediante 

auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando 

aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del proceso y 

fijará el litigio u objeto de controversia”. 

 

Así las cosas, el despacho procederá de conformidad con lo dispuesto en los 

textos parcialmente trasuntados.  

  

LAS EXCEPCIONES 

 

En el escrito de contestación, la parte demandada no formuló excepciones (PDF 

N°13), por lo que no hay lugar a hacer pronunciamiento alguno sobre el 

particular.  
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FIJACIÓN DEL LITIGIO 

 

El Tribunal estima que existe acuerdo entre las partes en los siguientes puntos:  

 

➢ El 2 de enero de 2017, la demandante MABE COLOMBIA S.A.S. suscribió 

con la CONTROLADORA MABE S.A. (sociedad constituida en México), un contrato 

para la búsqueda de proveedores que la primera requiere para el desarrollo de 

sus operaciones en Colombia, para lo cual pactaron que la CONTROLADORA sería 

representante no exclusivo de MABE S.A.S. en el exterior, para que planee, 

supervise y controle el proceso de compra de los productos, y en virtud de ello, 

acordaron una comisión del 2.4% del valor de las compras netas. Anota que este 

contrato ha sido ejecutado de manera ininterrumpida desde el momento de su 

suscripción.  

 

➢ Como contraprestación por dichos servicios, en el año 2018 MABE 

COLOMBIA S.A.S. pagó a CONTROLADORA MABE S.A. un total de $ 2.087’431.605.  

 
➢ El 11 de abril de 2019, la demandante presentó declaración del impuesto 

de renta y complementarios por el año 2018 con un saldo a favor de 

$11.807’373.000, suma que fue devuelta por la administración tributaria por 

solicitud de la empresa accionante.  

 
➢ El 26 de abril de 2021, la DIAN profirió requerimiento especial con el que 

pretendía la modificación de la declaración privada de 2018, acto preparatorio 

que fue debidamente atendido por MABE S.A.S; sin embargo, la DIAN adoptó las 

modificaciones propuestas mediante el acto de liquidación oficial demandado en 

el sub lite.   

 

Por su parte, el disenso versa básicamente sobre los siguientes puntos:  

 

➢ La sociedad CONTROLADORA MABE S.A. intervino en las negociaciones y 

desarrollo de los contratos de suministro con algunos de los proveedores del 

exterior, incluidos algunos que tuvieran agencias y sucursales en Colombia, para 

la distribución de materias primas y productos terminados a favor de MABE 

COLOMBIA S.A.S.  
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➢ Afirma la accionante que la DIAN no valoró en debida forma las pruebas 

aportadas durante la actuación administrativa tributaria, que indican que los 

gastos por concepto de comisiones pagadas por MABE COLOMBIA S.A.S. a 

CONTROLADORA MABE S.A. cumplen con los criterios de existencia, causalidad y 

necesidad del gasto, por lo que son plenamente deducibles.  

 
➢ A juicio de la parte actora, los servicios de comisión pagados a 

CONTROLADORA MABE S.A no son un servicio técnico sino un beneficio 

empresarial que, además, no está gravado en Colombia, por lo que no era pasible 

de retención en la fuente, y con ello, se reputa plenamente deducible.  

 
➢ No procedía la sanción por inexactitud impuesta a MABE COLOMBIA A 

S.A.S, porque esta entidad interpretó de manera correcta la normativa que la 

habilitaba para deducir los pagos hechos a CONTROLADORA MABE S.A.  

 

Como PRETENSIONES, impetra la parte nulidiscente que se anule la Liquidación 

Oficial de Revisión N°102622021000002 de 14 de diciembre de 2021, y a  título 

de restablecimiento del derecho, se declare en firme la declaración privada del 

impuesto de renta y complementarios del año gravable 2018 presentada por la 

demandante, y que esta empresa no adeuda suma alguna a la administración 

tributaria por concepto de mayores impuestos, intereses, sanciones y 

actualizaciones. Finalmente pide se condene en costas a la accionada.  

 

En ese orden, el Tribunal fijará el litigio a partir de los siguientes interrogantes:  

 

❖ ¿Las comisiones pagadas por MABE COLOMBIA S.A.S a CONTROLADORA 

MABE S.A. cumplen los criterios legales para ser considerados gastos 

deducibles en la declaración de renta del año gravable 2018? 

 

❖ ¿La DIAN interpretó de forma errónea las pruebas recaudadas en la 

actuación administrativa tributaria, que señalan la viabilidad de deducir 

los pagos efectuados por MABE S.A.S. a CONTROLADORA MABE S.A.? 

 

❖ ¿Era procedente imponer a MABE COLOMBIA S.A.S. la sanción por 

inexactitud consagrada en el artículo 647 del Estatuto Tributario? 
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Lo anterior, sin perjuicio de que, al momento de presentar el correspondiente 

proyecto de fallo, los demás magistrados que integran la Sala de Decisión 

estimen conveniente agregar otros puntos al análisis.  

 

DECRETO DE PRUEBAS 

 

Como pruebas se decretarán las documentales aportadas con la demanda y la 

contestación, así como los antecedentes administrativos, a los que se les 

otorgará el valor que en derecho corresponda al momento de dictar fallo (PDF 

N°2, 4-7 y 16).  

 

Es por ello que la SALA 4ª UNITARIA DE DECISIÓN ORAL, 

 

RESUELVE 

 

TÉNGASE por contestada por la U.A.E. DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS 

NACIONALES -DIAN, la demanda de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO que en su contra ha promovido MABE COLOMBIA S.A.S.  

 

FÍJASE el litigio en los siguientes términos:  

 

❖ ¿Las comisiones pagadas por MABE COLOMBIA S.A.S a CONTROLADORA 

MABE S.A. cumplían los criterios legales para ser considerados gastos 

deducibles en la declaración de renta del año gravable 2018? 

 

❖ ¿La DIAN interpretó de forma errónea las pruebas recaudadas en la 

actuación administrativa tributaria, que señalaban la viabilidad de 

deducir los pagos efectuados por MABE S.A.S. a CONTROLADORA MABE 

S.A.? 

 

❖ ¿Era procedente imponer a MABE COLOMBIA S.A.S. la sanción por 

inexactitud consagrada en el artículo 647 del Estatuto Tributario? 

 

Lo anterior, sin perjuicio de que al momento de presentar el correspondiente 

proyecto de fallo, los demás magistrados que integran la Sala de Decisión 

estimen conveniente agregar otros puntos que sean de interés para el proceso.  
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TÉNGANSE como prueba los documentos aportados con la demanda y la 

contestación, así como los antecedentes administrativos, a los que se les 

otorgará el valor que en derecho corresponda al momento de dictar fallo (PDF 

N°2, 4-7 y 16).  

 

RECONÓCESE personería al abogado BENJAMÍN SEGUNDO ÁLVAREZ BULA (C.C. 

N°73’155.577 y T.P. N°121.731), como apoderado de la DIAN, en los términos 

del memorial que obra en el documento digital N°14.  

 

EJECUTORIADO este proveído, INGRESE el expediente a Despacho, para lo de 

ley.   

 

NOTIFÍQUESE 

 
 
 

 
AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado  



 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 

Magistrado Sustanciador: Fernando Alberto Álvarez Beltrán 

 

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

A.I. 360 
 
 

Radicación 17-001-23-33-000-2022-00224-00 

Clase: Validez de Acto Administrativo 

Accionante: Departamento De Caldas 

Accionado: Municipio de Marulanda  

Asunto: Admite demanda 

 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 119 del Decreto 1333 de 1986 “Código 

de Régimen Municipal” y en el numeral 4 del artículo 151 del CPACA, corresponde a 

este Tribunal pronunciarse respecto a la solicitud de validez de la referencia. 

 
En consecuencia, por reunir los requisitos señalados en la ley y los contenidos en los 

numerales 2 a 5 del artículo 162 del CPACA, se resuelve: 

 
Primero: Admitir la solicitud presentada por la Gobernación del Departamento de 

Caldas a través de apoderado, mediante la cual requiere que se decida sobre la 

validez del Acuerdo Municipal Nº 010 del 23 de agosto de 2022 “Por el cual se 

conceden facultades al Alcalde Municipal de Marulanda, Caldas, para celebrar 

contratos y convenios y se dictan otras disposiciones”, del municipio de Marulanda, 

Caldas. 

 
Segundo: Notificar la solicitud de validez mediante mensaje dirigido al buzón 

electrónico para notificaciones judiciales, en la forma y los términos indicados en el 

artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la ley 2080 de 2021 a las 

siguientes personas: 

 
1) Al Alcalde del Municipio de Marulanda (Caldas). 

2) Al Presidente del Concejo Municipal de Marulanda a (Caldas) y por su 

intermedio a los demás integrantes de esa Corporación. 

3) Al Agente del Ministerio Público delegado ante este Tribunal Administrativo. 

 
Tercero: Fijar en lista por el término de diez (10) días (numeral 1º art. 121 Decreto 

1333 de 1986), durante los cuales el Agente del Ministerio Público y cualquiera otra 

persona podrán intervenir para que se pronuncien sobre la solicitud de validez del 

Acuerdo Nº 010 del 23 de agosto de 2022 “Por el cual se conceden facultades al 

Alcalde Municipal de Marulanda, Caldas, para celebrar contratos y convenios y se 

dictan otras disposiciones”. 

 
Dicha fijación deberá insertarse en el portal web de la Secretaría de este Tribunal. 
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Cuarto: Notificar este proveído al Gobernador de Caldas por estado electrónico, para 

lo cual se enviará mensaje de datos al buzón de correo electrónico para notificaciones 

judiciales, en atención a lo establecido en el artículo 197 y 201 del CPACA. 

 
Quinto: RECONOCER PERSONERÍA al abogado José Ricardo Valencia Martínez 

con T.P. 122.387 C.S.J para actuar en representación del Gobernador de Caldas 

según poder a folios 1 a 6 de la carpeta 002 del expediente digital. 

 

SE ADVIERTE A LAS PARTES E INTERVINIENTES que el único correo válido para 

enviar memoriales al presente proceso es tadmin02cld@notificacionesrj.gov.co. 

 

 
Notifíquese y cúmplase 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 
Magistrado Ponente: Augusto Ramón Chávez Marín 

 
A.I.: 250 

 
Asunto:  Concede apelación 

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicación:  17001-23-33-000-2018-00454-00 

Demandante: José Soler Trujillo Trujillo 

Demandados:  Unidad Administrativa Especial de Gestión 

Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 

Protección Social – UGPP1. 

 

 

 

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

 

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 243 y 244 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), 

por su oportunidad y procedencia, CONCÉDESE en el efecto suspensivo, el 

recurso de apelación interpuesto por la parte demandante2, contra la sentencia 

proferida por este Tribunal el veintiséis (26) de agosto de dos mil veintidós 

(2022)3, que negó las pretensiones de la demanda formulada por José Soler 

Trujillo Trujillo contra la UGPP. 

 

En firme esta providencia, por la Secretaría de la Corporación, REMÍTASE el 

expediente al Honorable Consejo de Estado, para resolver lo pertinente. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 

AUGUSTO RAMÓN CHÁVEZ MARÍN 

Magistrado 

 

 
 

 
 

                                                           
1 En adelante UGPP. 
2 Archivo nº 13 del expediente digital 
3 Archivo nº 10 del expediente digital 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

                                                               

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

MAGISTRADO PONENTE: CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 
 
Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

PROCESO No.  17001-23-33-000-2017-00884-00   

CLASE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E INTERESES 
COLECTIVOS 

ACCIONANTE PERSONERÍA DE CHINCHINÁ   

ACCIONADO  MUNICIPIO DE CHINCHINÁ, DEPARTAMENTO DE 
CALDAS – SECRETARÍA DE VIVIENDA, NACIÓN – 
MINISTERIO DE VIVIENDA, CIUDAD Y DESARROLLO. 

VINCULADOS FUNDACIÓN ECOLÓGICA CAFETERA, ASOCIACIÓN 
DE USUARIOS DE SERVICIOS COLECTIVOS DE 
NARANJAL, LA QUIEBRA Y LA FLORESTA. 
CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE CALDAS 
– CORPOCALDAS, FEDERACIÓN NACIONAL DE 
CAFETEROS DE COLOMBIA  

 

Ingresa a Despacho para decidir sobre el recurso de apelación interpuesto por la 

parte demandada, Departamento de Caldas y el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 

Desarrollo contra la sentencia proferida el 02 de septiembre de 2022 dentro del 

expediente de la referencia.  

 

Mediante correos del 07 y 08 de septiembre de 2022 el Ministerio de Vivienda, 

Ciudad y Desarrollo y el Departamento de Caldas, presentaron los respectivos 

recursos de apelación. 

 

La sentencia se notificó por estado electrónico el 05 de septiembre de 2022, y 

conforme a la constancia secretarial visible en folio 919 del expediente físico los 

recursos fueron interpuestos dentro de la oportunidad procesal. 

 

Así las cosas, por ser procedente al tenor de lo dispuesto en el artículo 37 de la 

Ley 472 de 1998, en concordancia con los artículos 322 y 323 del C.G.P., en el 

efecto DEVOLUTIVO, SE CONCEDE el recurso de apelación interpuesto por el 

MINISTERIO DE VIVIENDA, CIUDAD Y DESARROLLO Y EL 

DEPARTAMENTO DE CALDAS contra la sentencia proferida el día 02 de 
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septiembre de 2022, dentro del medio de control de Protección de los Derechos 

e Intereses Colectivos de la referencia.  

 

Por la Secretaría de la Corporación procédase al escaneo del expediente una 

vez quede ejecutoriado el presente auto y ENVÍESE el expediente al H. Consejo 

de Estado para que se surta el trámite del recurso. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 
Magistrado 

 
 
 

 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
ESTADO ELECTRÓNICO 

 
Notificación por Estado Electrónico nro. 167 del 20 de 
septiembre de 2022 
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CONSTANCIA SECRETARIAL: CONSTANCIA SECRETARIAL: 
 
Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 
 
Informando al señor Magistrado que se encuentra pendiente la admisión del recurso 
de apelación, pasa a Despacho para resolver lo pertinente. 
 
Consta de las siguientes carpetas: 
Cuaderno de primera instancia: “C1PrimeraInstancia”: 39 archivos pdf 
Cuaderno de segunda instancia: “C2SegundaInstancia”: 01 archivo pdf. 
 

 
Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria (E) 

 
Radicación: 17001-33-39-007-2022-00099-02. 
Medio de control: Acción Popular.  
Demandante: Edwin Rivera Pérez. 
Demandado: Municipio de Anserma. 
 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

                                                                                                                                                            
A.I. 349 

 
Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 
Revisada la actuación de primera instancia para los efectos de la admisión del recurso 
de apelación interpuesto, el Despacho observa que fue presentado dentro del término 
oportuno, y que fueron sustentados los motivos de inconformidad ante el Juez que 
profirió la decisión. (Archivo 35 del “C1PrimeraInstancia” del exp. digital). 
 
Teniendo en cuenta que el artículo 37 de la Ley 472 de 1998 dispone: “El recurso de 
apelación procederá contra la sentencia que se dicte en primera instancia, en la forma 
y oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civil (…)” 
 
Por su parte, el artículo 322 del Código General del Proceso, en su inciso segundo 
prevé: “La apelación contra la providencia que se dicte fuera de audiencia deberá 
interponerse ante el juez que la dictó, en el acto de su notificación personal o por 
escrito dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación por estado.” 
 
Así, de conformidad con lo anterior, ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto 
contra la sentencia proferida el 26 de agosto de 2022, por el Juzgado Séptimo 
Administrativo del Circuito de Manizales, que accedió a las pretensiones de la 
demanda en el proceso de la referencia. (Archivo 33 del “C1PrimeraInstancia” del exp. 
digital). 
 
Vencido el termino de ejecutoria de la admisión del recurso, y en caso de que no exista 
solicitud de pruebas por practicar en segunda instancia, CÓRRASE traslado común a 
las partes y al Ministerio Público por el término de cinco (5) días para que presenten 
sus alegatos de conclusión. 



Radicación: 17001-33-39-007-2022-00099-02 

 

 
Lo anterior, en virtud de la interpretación sistemática de los artículos 37 de la Ley 472 
de 1998 y 327 del Código General del Proceso, y aplicación analógica del artículo 33 
de la primera de dichas leyes. 
 
NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público a través de la 
dirección electrónica correspondiente, por estado electrónico a las demás partes, en 
los términos previstos en los artículos 197, 198 y 201 del CPACA. 
 
Se advierte a las partes y demás intervinientes que la presentación de memoriales con 
destino a este proceso deberá realizarse únicamente en formato digital pdf, y enviar al 
correo electrónico de la Secretaría del Tribunal Administrativo de Caldas: 
sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co   
 
Cualquier documento enviado a otra dirección de correo no se tendrá por presentado.   
 

 
Notifíquese y cúmplase 

 
 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          

AUGUSTO RAMÓN CHÁVEZ MARÍN 
Magistrado   

 
 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

                      No.   167      
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Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria (E) 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 

 

 

 RAMA JUDICIAL 

       HONORABLE TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

Sala Sexta 

   Magistrado Ponente: Publio Martín Andrés Patiño Mejía 

 

Manizales, diecinueve (19) de Septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

 

Referencia: Admite demanda - pronunciamiento medida 

Medio de control:  Popular (Protección de los derechos e intereses 

Colectivos) 

Radicado:    170012333002022-00228-00  

Demandante:   José Alejandro Ruíz Zapata y Otros  

Demandados:   Concesión Altos del Magdalena y la Agencia Nacional de  

                                            Infraestructura ANI 

Apoderado judicial. Doctor Daniel Gómez Loaiza 

Acto Judicial:  Auto Interlocutorio 172 
 

Asunto 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda y solicitud de medida 

de urgencia, en el proceso de la referencia: 

 

Antecedentes 

 

A través de Apoderado Judicial los accionantes José Alejandrino Ruiz Zapata, Sandra 

Cifuentes, James Alberto Tangarife, José Fonseca Diaz, Nubia Fonseca Diaz, Iván 

Ramírez, David Mafla Madrigal, Deisy Quimbaya Iquira, Miguel Antonio Henao 

Villa, Carmenza Contreras, Mario Ciro Quintero, Luz Stella Castillo, Andrés Nieto, 

Luis Sogamoso Ortiz, María Romelia Nieto, Marlene Nieto M, Jessica Márquez 

Herrera, Jesús Arenas, María Alejandra Narváez, Claudia Valenzuela, María Acevedo 

y Yuri Herrera, instauraron acción popular en contra de la Concesión Altos del 

Magdalena y la Agencia Nacional de Infraestructura ANI. 

 

En las pretensiones de la demanda solicitan la protección de los derechos colectivos 

al goce de ambiente sano, moralidad administrativa, protección del espacio público, 

la seguridad y la salubridad pública, el derecho a la prevención de desastres 

técnicamente, y la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos 

urbanos previstos en la Ley 472 de 1998. 

 

Lo anterior, con ocasión a las afectaciones causadas con las obras de construcción de 

tres (3) glorietas denominadas Glorieta de Purnio, Glorieta de Norcasia Meseta 

Doradas y Glorieta de la Mellusa entrada a la Dorada, en cumplimiento del contrato 

APP 003 de 2014 en la adjudicación de la vía Girardot – Puerto Salgar – Honda a la 

Concesión Alto Magdalena SAS. 

 

Por reunir los requisitos señalados en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998 y numeral 

8 del artículo del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, adicionada por el artículo 35 



de la Ley 2080 de 2021, el Tribunal encuentra procedente admitir la demanda, por 

cuanto fueron satisfechos los presupuestos y requisitos que se requieren para su 

presentación en el marco de la citada normatividad. 

 

Sin embargo, se le requerirá a la parte actora para que precise los motivos y 

circunstancias en la presunta afectación de cada uno de los demandantes, por la 

construcción de las glorietas señalada en la demanda. A su vez, deberá aportar la 

dirección de cada uno de los demandantes. Se le concede un término de cinco (5) 

días para tal efecto. 

 

Vinculación 

 

Se ordena vincular al Interventor Consorcio C4 del Contrato APP 003 del 2014, a 

través del Representante Legal, al correo electrónico registrado 

info@interventoriaconsorcio4c.com, para que ejerza su derecho de defensa y 

contradicción respecto a los hechos y pretensiones de la demanda. 

 

De esta manera, deberá allegar un informe dentro del término de cinco (5) días, en 

donde se precise:  

 

(i) Explicar si se cumplió con los diseños requeridos para la construcción de 

las glorietas denominadas: Glorieta de Purnio, Glorieta de Norcasia Meseta 

Dorada y Glorieta de la Mellussa entrada a la Dorada, en atención al 

contrato APP 003 del 2014 celebrado entre la Agencia Nacional de 

Infraestructura y la Concesión Alto del Magdalena SAS, para la 

Financiación, construcción, rehabilitación, mejoramiento, operación y 

mantenimiento del Corredor Honda – Puerto Salgar – Girardot.  

 

(ii) Señalar si se han presentado deficiencias en la construcción de las 

Glorietas. Y en caso afirmativo si ha sido la causa de las afectaciones 

presentadas en el sector como son: inundaciones, carencia de obras 

transversales, malos olores e insectos, daños a enseres públicos y privados. 

 

Medidas cautelares de urgencia 

 

Los accionantes solicitaron como medida cautelar de urgencia la construcción de 

obras transversales, que eviten la inundación sistemática por aguas lluvias en las 

inmediaciones de las rotondas. 

 

Al respecto el artículo 234 del CPACA, permitió la presentación de la solicitud de la 

medida cautelar de urgencia, sin previa notificación a la contraparte, una vez 

cumplidos los requisitos para la adopción y se evidencia su urgencia para ser 

decretada. Por consiguiente, el artículo 231 ibidem, estipuló los requisitos para 

decretar las medidas cautelares frente a la nulidad de actos administrativos, así como 

para los demás casos los siguientes:  

 

(i) Que la demanda esté razonadamente fundada en derecho  

(ii) Que la demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad 

del derecho o de los derechos invocados.  

(iii) Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 

argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 

ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 

negar la medida cautelar que concederla.  

(iv) Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones:  

a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o  
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b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida 

los efectos de la sentencia serían nugatorios. 

 

De acuerdo a los argumentos expuestos por la parte actora en cuanto a las afectaciones 

que sufren los accionantes por la construcción de las glorietas ya mencionadas, y de 

las pruebas aportadas al proceso no se acreditó de los la existencia de un perjuicio 

irremediable y se haga necesaria decretar la medida de urgencia solicitada, en caso de 

no otorgarse sean nugatorios los efectos de la sentencia. 

 

Sin embargo, en efecto se ordenará a las entidades accionadas verificar el diseño de 

las obras en las tres (3) glorietas denominadas Glorieta de Purnio, Glorieta de 

Norcasia Meseta Dorada y Glorieta de la Mellusa entrada a la Dorada. Además, se 

allegará una propuesta a la solución de los problemas denunciados por los accionantes. 

 

 

En razón de lo expuesto  

 

Resuelve 

 

PRIMERO: ADMÍTASE la demanda bajo el medio de control de Acción de Popular 

instaurada a través de apoderado judicial doctor Daniel Gómez Loaiza en 

representación de la parte actora en contra de Concesión Altos del Magdalena y la 

Agencia Nacional de Infraestructura ANI. 

                                             

SEGUNDO:  VINCULAR al interventor CONSORCIO C4 del contrato APP003 

de 2014 a través del Representante Legal, al correo electrónico registrado 

info@interventoriaconsorcio4c.com. 

 

TERCERO: Se requiera a la parte actora para dentro del término de cinco (05) días, 

de cumplimiento a lo ordenado en este proveído. 

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE personalmente mediante mensaje dirigido al buzón 

electrónico para notificaciones judiciales en la forma y términos indicados en el 

artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 

2021, atendiendo lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 y Ley 2213 de 

2022, mensaje que contendrá copia de esta providencia: 

 

- Al Representante Legal de la Concesión Altos del Magdalena (Arts. 159 

y198 CPACA), o a quien éste haya delegado la facultad de recibir 

notificaciones judiciales, en la dirección electrónica destinada para 

notificaciones judiciales.  

 

- Al Director de la Agencia Nacional de Infraestructura ANI (Arts. 159 y198 

CPACA), o a quien éste haya delegado la facultad de recibir notificaciones 

judiciales, en la dirección electrónica destinada para notificaciones 

judiciales.  

 

- Al Representante Legal del Consorcio C4, al correo electrónico registrado 

info@interventoriaconsorcio4c.com, o a quien éste haya delegado la 

facultad de recibir notificaciones judiciales, en la dirección electrónica 

destinada para notificaciones judiciales. 

 

- Al Agente del Ministerio Público delegado ante este Tribunal 

Administrativo.  
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QUINTO: En los términos del inciso segundo del artículo 13 de la Ley 472 de 1998 

y la Ley 2213 de 2022, NOTIFICAR PERSONALMENTE este auto al señor 

DEFENSOR DEL PUEBLO, haciéndole entrega de copia de la demanda y esta 

providencia. 

 

SEXTO: Una vez notificado, conforme  lo dispuesto en los artículos 198 y 199 del 

CPACA, este último modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, 

concordante con el artículo 8 de la Ley 2213 de 2022, que otorga el término de diez 

(10) días que se contarán a partir  de los  dos (2) días hábiles siguientes al envío de la 

notificación a través del buzón electrónico, término dentro del cual podrán contestar 

la demanda, solicitar la práctica de pruebas y proponer excepciones, conforme a lo 

dispuesto en los artículos 22 y 23 de la Ley 472 de 1998. 

  

SÉPTIMO: Para los fines de los artículos 21 y 24 de la Ley 472 de 1998, la(s) parte(s) 

accionada(s) deberán INFORMAR sobre la existencia del presente proceso a los 

miembros de la comunidad reconocida como afectada, a través de la publicación del 

aviso adjunto o de los principales datos del mismo, en la página web de la Rama 

Judicial, en la página web de la(s) entidad(es) demandada(s) u otros medios de 

comunicación electrónica como en las páginas webs. Ante la imposibilidad de lo 

anterior, se podrá recurrir a otros medios eficaces, tales como avisos a la comunidad, 

que se colocarán en el sector implicado. La parte demandante y las demandas deberán 

allegar la constancia respectiva, dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación 

de la presente decisión. 

 

OCTAVO: ADVERTIR a las partes, al señor Defensor del Pueblo, y a los demás 

intervinientes, que dentro de los tres (3) días siguientes al vencimiento del término del 

traslado de la demanda, se citará a audiencia de pacto de cumplimiento y que la 

decisión se tomará dentro de los TREINTA (30) días siguientes al vencimiento del 

término de traslado (artículos 22 y 27 de la Ley 472 de 1998). 

 

Para los efectos del artículo 80 de la ley 472 de 1998, por la Secretaría y a costa de la 

parte actora, en la oportunidad procesal correspondiente, se remitirá copia de la(s) 

sentencia(s) definitiva(s). 

 

NOVENO: Se reconoce personería para actuar al apoderado judicial Doctor Daniel 

Gómez Loaiza, portador de la tarjeta profesional 327.841 del Consejo Superior de la 

Judicatura, para representar los intereses de los actores conforme a los poderes 

conferidos. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

 
 

Magistrado 



 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CALDAS 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 

                      No.     

 

                      FECHA:20 /09/2022 

 

Secretario 

 



CONSTANCIA SECRETARIAL: El presente medio de control Reparación Directa fue 
devuelta del H Consejo de Estado revocando la providencia emitida por esta corporación 
el 17 de julio de 2014. 
 
Consta de 6 cuadernos. 
 
Septiembre 19 de 2022. 

 
VILMA PATRICIA RODRIGUEZ CARDENAS 
Secretaria (E) 
 
 
Medio de Control: REPARACIÓN DIRECTA  
Radicación:          17-001-23-31-000-2011-00036-01 
Demandante:        MARIA TERESA BOTERO MUÑOZ y Otros 
Demandado:       NACIÓN-FUERZA AÉREA COLOMBIANA 

 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 

 

 
RAMA JUDICIAL 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

Sala Unitaria 
 
 
Manizales, septiembre diecinueve (19) de dos mil veintidós (2022). 

               A.S.188 
 

Estese a lo dispuesto por el Honorable Consejo de Estado, en providencia del 13 de 
diciembre de 2021, visible a folio 390 al 397 del Cuaderno Consejo Estado ordenó: 
“Revocase la sentencia del 17 de julio de 2014 proferida por el Tribunal Administrativo de 
Caldas, y en su lugar dispone Niéganse las pretensiones de la demanda”. 
 
Ejecutoriado el presente auto, archívese el expediente previo a la correspondiente 
anotación en el programa Siglo XXl. 

 
  

Notifíquese y cúmplase 
 

 
PUBLIO MARTÍN ANDRÉS PATIÑO MEJÍA 

Magistrado   
 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CALDAS 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 
 
                      No.       167 
 

FECHA: 20/09/2022 
 



CONSTANCIA SECRETARIAL: Informo al Señor Magistrado, que correspondió por 
reparto el presente proceso; está pendiente de admitir el recurso de apelación 
interpuesto contra la sentencia de primera instancia. Pasa a despacho el expediente 
para resolver. 
 

Septiembre 19 de 2022. 

 
VILMA PATRICIA RODRIGUEZ CARDENAS 
Secretario (E) 
 
Medio de Control: PROTECCION DE DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS 
Radicación:          17001-33-39-005-2018-00621-02 
Accionante:          JHON EDISON MÁRQUEZ TORRES Y OTRA 
Accionado:           MUNICIPIO DE MANIZALES  
 
 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 
 

Sala Unitaria 
 
 

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022)     A.S. 189 
 
De conformidad con lo estipulado en el articulo 37 de la Ley 472 de 1998 y 322 del 
Código General del Proceso, se admite el recurso de apelación interpuesto por la 
parte accionada, en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto 
Administrativo del Circuito de Manizales el 19 de agosto de 2022 (visible a folio 33 
del ED), al haberse interpuesto de manera oportuna el 24 de agosto de 2022 por el 
apoderado judicial del Municipio de Manizales, (visible a folio 34 del ED). Fecha 
notificación sentencia 19 de agosto de 2022. 
 
Vencido el término de ejecutoria de la admisión del recurso, y en caso de que no 
exista solicitud de pruebas por practicar en segunda instancia, según lo dispuesto 
en los artículos 327 del Código General del Proceso y 33 de la Ley 472 de 1998, 
CÓRRASE traslado común a las partes y al Ministerio Público por el término de 
cinco (05) días, para que presenten sus alegatos de conclusión. 
  
Notifíquese personalmente al Señor Agente del Ministerio Público y por estado 
electrónico a las demás partes, a las cuales se le enviará el mensaje de datos según 
lo dispone el inciso 3º del artículo 201 del CPACA. 
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 
PUBLIO MARTÍN ANDRÉS PATIÑO MEJÍA 

Magistrado 
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